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RESUMEN 

 

Se tiene como Problema General: ¿De qué manera la aplicación del principio de 

legalidad influye en la fundamentación de sentencias penales condenatorias, recaídas en el 

delito de violación sexual a la inversa de menor de edad, expedidas por la 2da. Sala Penal 

Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Junín-Huancayo durante el año 2018?; Objetivo 

general: Determinar como la aplicación del principio de legalidad influye en la 

fundamentación de sentencias penales condenatorias, recaídas en el delito de violación sexual 

a la inversa de menor de edad, por la 2da. Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de 

Justicia de Junín-Huancayo durante el año 2016; La Investigación se ubica dentro del Tipo 

Aplicado; en el Nivel Explicativo; Hipótesis General: La violación sexual a la inversa 

colisiona positiva y significa mente con el principio de legalidad que constituye una garantía 

constitucional, en las sentencias lo mencionan sin motivación alguna ella permite que, el 

procesado por el delito de violación sexual a la inversa sea condenado, esto es, cierta, concreta, 

clara; los Métodos generales: Inductivo-deductivo, Análisis sintético; métodos particulares: 

Método Exegético, Método Sistemático, Método dogmático. Con un Diseño Descriptivo 

Simple; 1 sentencias condenatoria del año 2018 como Muestra y un Tipo de Muestreo 

Probabilístico Simple. Recolección de Información se utilizó el Análisis Documental, Análisis 

de sentencias penales; llegándose a la conclusión de que, los jueces penales al momento emitir 

sus fallos, privilegian más los derechos del menor que los alcances propiamente del principio 

de legalidad, lo cual hace que las sentencias de este tipo no sean debidamente motivadas. 

PALABRAS CLAVES: Principio de legalidad, delito de violación sexual menor de edad, 

violación sexual a la inversa, sentencias condenatorias. 
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ABSTRACT 

The General Problem is: How does the application of the principle of legality influence 

the foundation of criminal sentences, relapses in the crime of reverse rape of a minor, issued 

by the 2nd. Liquidating Criminal Chamber of the Superior Court of Justice of Junín-Huancayo 

during the year 2018?; General objective: To determine how the application of the principle of 

legality influences the foundation of criminal sentences, relapses in the crime of rape in reverse 

of a minor, for the 2nd. Liquidating Criminal Chamber of the Superior Court of Justice of 

Junín-Huancayo during the year 2016; The Investigation is located within the Applied Type; 

at the Explanatory Level; General Hypothesis: Being that the principle of legality constitutes a 

constitutional guarantee, in the sentences it is mentioned without any motivation, it allows that 

the defendant for the crime of rape inversely be sentenced, that is, true, concrete, clear; General 

Methods: Inductive-deductive, Synthetic analysis; particular methods: Exegetical Method, 

Systematic Method, Dogmatic Method. With a Simple Descriptive Design; 1 convictions of 

the year 2018 as Sample and a Type of Simple Probabilistic Sampling. Information Collection 

was used Documentary Analysis, Analysis of criminal sentences; reaching the conclusion that 

criminal judges, when issuing their rulings, favor the rights of the minor more than the scope 

of the principle of legality, which means that sentences of this type are not duly motivated. 

KEY WORDS: Principle of legality, crime of rape of a minor, rape in reverse, convictions. 
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INTRODUCCIÓN 

En el Perú hace algunos años que no se han realizado reformas a la ley penal, 

específicamente en lo que respecta a los delitos sexuales, existiendo vacíos en la legislación. 

En la actualidad solo se encuentra tipificado el delito de violación en el Código Penal, 

surgiendo un problema jurídico, al no contemplarse en el ordenamiento la figura de la violación 

inversa. Así las cosas, el delito de violación únicamente abarca la posibilidad del hombre como 

el único sujeto activo de la relación, en consecuencia, quedaría fuera del tipo penal la violación 

inversa, es decir la violación de una mujer hacia un hombre; pues en el caso de que una mujer 

obligue a un hombre a penetrarla, al no poseer ella el órgano sexual masculino, no podría ser 

sujeto activo de dicho delito. Por lo tanto, al no estar incorporado este delito en nuestro Código 

Penal, se está contraponiendo a la Constitución que establece el derecho a la indemnidad sexual 

de las personas, para decidir sobre su vida sexual, adicionalmente se quebrantaría el derecho a 

la igualdad que tienen las personas para que se proteja de igual forma el bien jurídico 

violentado, del cual el Estado es el encargado de tomar las medidas necesarias para prevenir, 

eliminar y sancionar todo abuso sexual generado en contra de cualquier persona de diferente 

sexo.  

Asimismo, debemos tener presente otra forma de violación sexual a la inversa, esto es, 

cuando el sujeto activo, introduce en su cavidad bucal el miembro sexual del menor de edad. 

Este supuesto de hecho, se presenta de manera especial en el mundo jurídico, más no por ello, 

se deba descartar su relevancia. 

Frente a este fenómeno de interpretación jurídica, nuestra jurisprudencia se ha 

pronunciado en no muchos casos, una de las últimas jurisprudencias en la que se ha manifestado 

es la recaída en el R. N. N° 792-2020, Lima, expedida por la Sala Penal Transitoria, de fecha 

22 de marzo del dos mil veintidós. De cuya sumilla se extrae la idea central siguiente: 
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(…) En este sentido, es pertinente mencionar que si bien una de las modalidades del 

delito de violación sexual de menor de edad consiste en el acceso carnal por vía vaginal, 

anal o bucal (previsto en el artículo 173 del Código Penal); también puede configurarse 

cuando la víctima es obligada a realizar el acceso carnal de forma activa, lo que en la 

doctrina se denomina como -violación a la inversa-.  

Cabe señalar que, tal argumentación vertida por los jueces de la Corte Suprema, se da 

a partir de lo que se conoce como interpretación teleológica, la misma que importa el sentido 

del fin de la norma penal, más precisamente de la finalidad última del tipo penal de la parte 

especial. De tal manera que, se busca evitar posibles actos de impunidad, aún, cuando éste fuere 

en contra del principio de legalidad, según la postura aquí defendida. 

El centro del debate de nuestra investigación está en saber si se cumple o no con respetar 

el principio de legalidad, esto a raíz de los señalado, pues, consideramos que, tal como está 

descrito en el marco normativo penal, del delito de violación sexual de menor de edad, no se 

encuentra regulado la figura de la violación sexual a la inversa, no al menos de manera clara, 

precisa, concreta y, sobre todo, entendible. 

De esta manera consideramos que, el principio de legalidad, como pilar del sistema 

punitivo peruano, se ve afectado, en otras palabras, colisiona con la realidad, en tanto, la figura 

de la violación a la inversa, no se encuentre debidamente detallado. Los elementos normativos 

y descriptivos del tipo penal de violación sexual de menor de edad, en tanto, no precisen de 

manera clara, los supuestos fácticos de punibilidad, estos no merecen recibir una respuesta del 

sistema penal. En tanto, se ha visto que contravienen en la garantía constitucional del principio 

de legalidad. 
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Siendo así, la presente tesis de investigación tiene como Problema General: ¿De qué 

manera la aplicación del principio de legalidad influye en la fundamentación de sentencias 

penales condenatorias, recaídas en el delito de violación sexual a la inversa de menor de edad, 

expedidas por la 2da. Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Junín-

Huancayo durante el año 2018?; teniéndose como Justificación teórica, lo siguiente: el tema 

de investigación es relevante teóricamente porque, se realizó con el propósito de dar un aporte 

sobre la violación sexual a la inversa en la Legislación peruana, ya que en el Código Penal en 

el artículo 173° solo se reconoce la violación sexual en menores de edad de forma directa, más 

no se tiene así, su forma de violación a la inversa. A fin de obtener un proceso penal bajo los 

alcances del debido proceso y de la tutela jurisdiccional efectiva, se desarrolla aportes 

consistentes en fundamentos jurídicos sobre el delito de violación sexual a la inversa. 

Describiendo también, como forma de delante de nuestra postura, la violación al principio de 

legalidad. Pues consideramos que no se encuentra tipificado dicho comportamiento. En tal 

sentido, el aporte teórico consistió en describir y fundamentar jurídico penalmente que el 

comportamiento delictivo del delito de violación sexual a la inversa, no se haya regulado por 

nuestro Código Penal. 

Así mismos, se determinó la Justificación Social: en el sentido que, el tema de 

investigación es relevante socialmente ya que, la figura de la violación a la inversa no está 

establecida dentro de la Legislación peruana, por tanto, hace que colisione con el Principio de 

Legalidad y al encontrar casos sobre tal naturaleza de violación sexual a la inversa en menores 

de edad no puede llevarse a cabo un debido proceso al no estar establecido en el Código Penal. 

No se puede juzgar a una persona que cometió el ilícito Nullum crimen, nulla poena sine 

praevia lege mediante la presente investigación se hizo aportes para que se aplique la violación 

inversa en menores de edad; de igual forma se tiene la Justificación Metodológica, en este 

punto se dio un aporte al diseñar, construir y validar instrumentos de recolección de datos, 
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como lo son el análisis documental; así mismo, se planteará alternativas de solución adecuada 

para cautelar los derechos del menor inmersos en los delitos violación sexual a la inversa. 

El Objetivo General: Determinar como el principio de legalidad influye en la 

fundamentación de sentencias penales condenatorias, recaídas en el delito de violación sexual 

a la inversa de menor de edad, por la 2da. Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de 

Justicia de Junín-Huancayo durante el año 2018. 

En cuanto al Marco Teórico se desarrolló los siguientes puntos: los antecedentes 

internacionales, nacionales, seguidamente se tiene las bases teóricas, la misma que comprende 

los siguientes puntos: Alcancen constitucionales del principio de legalidad (lex praevia, lex 

scripta, lex certa, lex stricta), asimismo, se tiene los alcances normativos del delito de violación 

sexual de menor de edad, su evolución legislativa, análisis del tipo objetivo, análisis del tipo 

subjetivo, análisis del delito de violación sexual a la inversa y, por último la definición de 

conceptos. 

Se planteó como Hipótesis General lo siguiente: la violación sexual a la inversa 

colisiona positiva y significa mente con el Principio de Legalidad Penal por cuanto los jueces 

prefieren el derecho del menor y no pronunciarse sobre si este hecho de violación a la inversa 

atenta contra el Principio de Legalidad Penal Variable Independiente: Aplicación del 

principio de legalidad, su Variable Dependiente: Fundamentación de sentencias 

condenatorias, delito de violación sexual a la inversa de menor de edad. 

El tipo de investigación pertenece al tipo de investigación Aplicada, con un Nivel de 

investigación Explicativa y para su realización se hizo uso de los Métodos Generales de 

investigación, los siguientes: Método inductivo-deductivo, Método análisis-síntesis, y como 

Métodos particulares los siguientes: Método sistemático, Método exegético. El diseño 

empleado fue: el No experimental transeccional; Con una muestra ascendente a una sentencia 
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penal condenatoria, el tipo de muestreo, es el No probabilístico intencionado. Se aplicó la 

técnica del análisis documental. 

Así las cosas, la redacción de la presente tesis, cuenta con los siguientes capítulos, los 

mismos que, serán descritos de manera general cada una de ellas, a fin de precisar su contenido 

en su integridad. 

1. Primer capítulo: Planteamiento del problema, capítulo que está conformado por los 

siguientes subtemas, descripción de la realidad problemática, delimitación del problema, 

formulación del problema, justificación y desde luego, los respectivos objetivos. 

2. Segundo capítulo: Marco teórico, capítulo que tiene como subtemas lo siguiente: 

antecedentes, bases teóricas y, por último,  

3. Tercer capítulo, Hipótesis, tema que está conformado por la hipótesis general, 

hipótesis específicas y sus variables. 

4. Cuarto capítulo, Metodología, capítulo compuesto por los siguientes temas: método 

de investigación, tipo de investigación, nivel de investigación, diseño de investigación, 

población y muestra, entre otros. 

5. Quinto capítulo, Resultados, capítulo en el que se señala tanto la descripción de los 

resultados como la contrastación de tales resultados. 
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CAPÍTULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

1.1. Descripción de la realidad problemática 

Uno de los temas de mayor repercusión social, tanto por su sensibilidad como por su 

frecuencia comisiva es sin duda alguna, el delito de violación sexual de menor de edad. Tal 

fenómeno criminológico ha sido una constante en nuestra sociedad, tanto es así que, dicha 

norma ha sido objeto de incontables reformas, en las que se ha resaltado el marco punitivo. En 

otras palabras, las reformas propugnadas en dicho tipo penal de violación sexual de menor de 

edad, ha sido la de incrementar la pena, tan es así que, incluso se ha incorporado una exclusión 

de beneficio en la reducción de la pena, nos referimos al artículo 22° del Código Penal, el cual 

regula la responsabilidad restringida, norma que fuere que fuere declarada inconstitucional.  

Ahora bien, el delito de violación sexual ha sido objeto de sendas pronunciaciones a 

nivel judicial, tanto de las primeras instancias como a nivel de la Corte Suprema, frente a tal 

evento, siempre estuvo enmarcada en el elemento normativo de la penetración frente a la menor 

de edad, es decir, siempre se daba una acción activa de parte del agresor, era casi infrecuente, 

irregular que se diera la figura dogmática de la violación inversa, esto es, en el que la víctima, 

entiéndase menor de edad, era desnudado y su miembro sexual era objeto de una violación 

bucal.  

Tal evento delictivo, no era frecuentemente denunciado, tanto que, su importancia no 

fuera objeto de pronunciamiento a nivel judicial. Sin embargo, tal suceso si bien no era 

frecuente, ello no significaba que no podía darse en la vida social, aunque, se tuviera la idea de 

que, si bien la norma penal no hace mención expresa de tal supuesto jurídico, ello no lo excluía 

de su posibilidad de suceso, tal razonamiento era postura de algunos juristas. Frente a tal 
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suceso, somos de la postura primera, esto es, de que, al no ser una modalidad expresa, 

designada por la misma norma penal, consideramos que, se afectaría gravemente el principio 

de legalidad, tal razonamiento también es de recibo por algunos jueces superiores, tal como lo 

representa nuestra población. Aunque, tal decisión no fuera de recibo por parte de los jueces 

supremos, quienes, vía interpretación teleológica, han argumentado que, la violación a la 

inversa es un constructo dogmático, un constructo dado por los juristas, de tal manera que, la 

modalidad de la violación a la inversa si es posible de realizar. 

Tales argumentos representan una clara afectación al principio de seguridad jurídica, 

de tal manera que, consideramos apropiado que, el tema si bien, conlleva una senda serie de 

discrepancia, por otro lado, también sirve de reflexión en el sentido de saber si, la norma penal 

del delito de violación sexual contraviene o no el principio de legalidad, pues, tal como resulta 

de nuestra investigación, consideramos que, sí existe una grave afectación al principio 

constitucional de legalidad, pues, dicha modalidad delictiva de la violación sexual a la inversa, 

no se encuentra de manera clara y precisa en la norma penal antes mencionada. En tal sentido, 

resulta relevante la presente investigación a fin de precisar si estamos frente aún evento 

delictivo o no, cuando el miembro sexual del menor de edad es introducido en la cavidad bucal 

del sujeto activo. 

 

1.2. DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA 

1.2.1. Delimitación territorial 

La presente tesis tuvo como marco territorial las sentencias expedidas por la Segunda 

Sala Penal Liquidadora de Huancayo, del Distrito Judicial de Junín, del año 2018. 
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1.2.2. Delimitación espacial 

Estando a la presente investigación, el aspecto espacial está determinado por las 

Sentencias Penales recaídas en el delito de violación sexual de menor de edad, conocido como 

violación a la inversa, sentencias que fueran expedidas por la Segunda Sala Penal Liquidadora 

de Huancayo, en el año 2018. 

 

1.2.3. Delimitación conceptual 

Para la redacción de la presente tesis, se contó con las siguientes instituciones jurídicas, 

propias del derecho penal sexual. 

i. Violación sexual 

ii. Violación sexual de menor de edad 

iii. Violación sexual a la inversa 

iv. Principio de legalidad 

v. Lex certa 

vi. Ley previa 

vii. Lex scripta 

 

1.3. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

1.3.1. Problema general 

¿De qué manera la aplicación del principio de legalidad influye en la fundamentación de 

sentencias penales condenatorias, recaídas en el delito de violación sexual a la inversa de menor 

de edad, expedidas por la 2da. Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Junín-

Huancayo, durante el año 2018? 
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1.3.2. Problemas específicos 

1. ¿En qué medida la aplicación del principio de legalidad penal influye en la fundamentación 

de sentencias penales condenatorias, recaída en el supuesto de acceso carnal por la vía bucal, 

del delito de violación sexual a la inversa, expedidas por la 2da. Sala Penal Liquidadora de la 

Corte Superior de Justicia de Junín-Huancayo durante el año 2018? 

2. ¿De qué manera la falta de tipificación del delito de violación sexual a la inversa influye en 

la fundamentación de sentencias penales condenatorias por el delito de violación sexual de 

menor de edad, por la 2da. Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Junín-

Huancayo durante el año 2018? 

 

1.4. JUSTIFICACIÓN 

1.4.1. Social 

El tema de investigación es relevante socialmente ya que, la violación a la inversa no 

está establecida dentro de la Legislación Peruana esto hace que colisione con el Principio de 

Legalidad y, al encontrar casos sobre tal naturaleza de violación sexual a la inversa en menores 

de edad no puede llevarse a cabo un debido proceso al no estar establecido en el Código Penal, 

no se puede juzgar a una persona que cometió el ilícito Nullum crimen, nulla poena sine 

praevia lege mediante la presente investigación se hizo aportes para que se aplique la 

modalidad de violación a la inversa en menores de edad. 

 

1.4.2. Teórica 

El tema de investigación es relevante teóricamente porque, se realizó con el propósito 

de dar un aporte sobre la violación sexual a la inversa en la Legislación Peruana, ya que en el 

Código Penal en el Art. 173° solo establece la violación sexual en menores de edad de forma 

activa, más no se tiene así, su forma de violación a la inversa. A fin de obtener un proceso penal 



23 

 

bajo los alcances del debido proceso y de la tutela jurisdiccional efectiva, se desarrolla aportes 

consistentes en fundamentos jurídicos sobre el delito de violación sexual a la inversa. 

Describiendo también, como forma de adelanto de nuestra postura, la violación al principio de 

legalidad. Pues consideramos que, al no estar tipificado dicho comportamiento, se contraviene 

el principio ya antes mencionado. En tal sentido, el aporte teórico consistió en describir y 

fundamentar jurídico penalmente que el comportamiento delictivo del delito de violación 

sexual a la inversa, no se haya regulado por nuestro Código Penal y, que como tal, merece un 

mayor análisis jurídico, en ese sentido, nuestra propuesta gira entorno a los alcances normativos 

del tipo penal de violación y, que éste no contravenga el principio de legalidad. 

 

1.4.3. Metodológica 

Metodológicamente se dio un aporte al diseñar, construir y validar instrumentos de 

recolección de datos, como lo son el análisis documental; así mismo, se planteó alternativas de 

solución adecuada para cautelar los derechos del menor inmersos en los delitos violación sexual 

en la modalidad a la inversa. 

 

1.5. Objetivos 

1.5.1. Objetivo general 

Determinar de qué manera la aplicación del principio de legalidad influye en la 

fundamentación de sentencias penales condenatorias, recaídas en el delito de violación sexual 

a la inversa de menor de edad, por la 2da. Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de 

Justicia de Junín-Huancayo durante el año 2018. 
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1.5.2. Objetivos específicos 

1. Determinar en qué medida la aplicación del principio de legalidad penal influye en 

la fundamentación de sentencias penales condenatorias, recaída en el supuesto de 

acceso carnal por la vía bucal, del delito de violación sexual a la inversa, expedidas 

por la 2da. Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Junín-

Huancayo durante el año 2018. 

2. Establecer de qué manera la falta de tipificación del delito de violación sexual a la 

inversa influye en la fundamentación de sentencias penales condenatorias por el 

delito de violación sexual de menor de edad, expedidas por la 2da. Sala Penal 

Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Junín-Huancayo durante el año 2018. 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

 

2.1. Antecedentes 

2.1.1. Nacionales 

Vegas, (2018). Justificación de la aplicación del principio de oportunidad frente al 

principio de legalidad. Para optar el grado académico de Magister, en Universidad Nacional 

Federico Villareal. En dicha se concluye lo siguiente: 

El presente trabajo se titula: JUSTIFICACIÓN DE LA APLICACIÓN DEL 

PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD FRENTE AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, 

para tal efecto se ha preguntado ¿En qué medida se justifica la aplicación del principio 

de oportunidad frente al principio de legalidad? teniendo como objetivo principal la de 

determinar en qué medida se justifica la aplicación del principio de oportunidad frente 

al principio de legalidad, mediante entrevista y análisis documental, , estando a lo 

expuesto se ha obtenido como respuesta de las preguntas 1 al 16 dirigidas a jueces, 

fiscales y abogados especialistas en derecho penal, reflejan que los grupos de 

entrevistados coinciden en términos generales que La aplicación del principio de 

oportunidad se justifica frente al principio de legalidad. Finalmente se concluye que el 

Principio de oportunidad produce una gran descongestión judicial, al eliminar una gran 

medida de infracciones menores, lo que significa la abstención de incoar acción penal; 

en cuyo delito que denote un mínima dañosidad social y la innecesaria imposición de 

reproche penal (en atención al principio proporcionalidad- sub principio de necesidad); 

por otro lado esta posibilitara la selectividad en las infracciones penales. 
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La presente tesis nos ofrece el siguiente aporte teórico, en primer lugar, su aporte se 

centra en la controversia que se tiene entre el instituto procesal del principio de oportunidad 

con el principio de legalidad; en segundo lugar, la relevancia que genera la constitucionalidad 

del principio de legalidad en la aplicación a casos de mediana trascendencia, o en casos de 

mínima lesividad. Desde esta perspectiva, su utilidad es vital, pues, nos da información de su 

importancia en el derecho penal, sobre todo, en la funcionalidad del sistema jurídico. 

Ruíz & Nunta, (2016). Trabajo de investigación titulado:  El principio de legalidad 

penal y su vulneración en el delito de sicariato. Tesis para optar el grado académico de Maestro, 

en Universidad Nacional de la Amazonia Peruana. Tesis que presenta las siguientes 

conclusiones: 

La presente investigación tiene por finalidad, demostrar que el tipo penal de sicariato 

afecta el principio de legalidad penal, el objetivo fue demostrar que el tipo penal de 

sicariato mantiene la vigencia de dos normas penales y que estas generan confusión en 

la sociedad, el diseño fue descriptivo-explicativo, pues buscó demostrar que el tipo 

penal de sicariato descrito en el D. Leg. No.1181 vulnera el principio de legalidad penal; 

se utilizó los métodos analítico, deductivo-inductivo, analizando los resultados 

podemos concluir: que la delincuencia afecta la convivencia social, el sicariato es una 

amenaza para el Estado, afectando la vida política, económica y social del país y 

conforme está descrito, es manifiesto y evidente que vulnera el principio de legalidad, 

conforme a lo expuesto se considera las siguientes recomendaciones: que para diezmar 

el sicariato no solo se debe realizar acciones represivas como incrementar las penas y 

agravantes de dicha conducta ilícita, sino que se debe implementar planes de prevención 

que involucre a todos los sectores que se vinculen al fomento y desarrollo integral de 

las personas, brindándoles la oportunidad de acceder a una adecuada educación, salud, 

vivienda y empleos, alcanzando así armonía social. Asimismo, la modificación del 
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artículo 108 del Código Penal, introduciendo las agravantes e incremento de las penas 

–si se persiste en ello- establecidas en el Decreto Legislativo 1181, cuya eliminación se 

plantea. 

La presente tesis nos brinda el siguiente aporte teórico, en primer lugar, nos describe 

que, se vulnera el principio de legalidad aplicada al delito de sicariato, esto por cuanto, no se 

tiene una debida regulación normativa; en segundo lugar, nos refiere que, esto es, al ser un 

problema social el delito de sicariato, el Estado ha de modificar el artículo 108 del Código 

Penal, a fin de establecer una mejor regulación. Ahora bien, en cuanto a lo relevante de dicha 

tesis, está el hecho de que, ante una falta de regulación clara, de unificación normativa, se está 

frente al quebrantamiento del principio de legalidad, principio que regula y estructura nuestro 

sistema jurídico. 

Meléndez, (2017). Tesis cuyo título es el siguiente: La aplicación del principio de 

legalidad y su relación con el principio de humanidad en los sentenciados por los delitos de 

robo agravado, violación sexual y tráfico ilícito de drogas en los juzgados colegiados y la Sala 

penal de Apelaciones de Tarapoto en el periodo 2016. Para optar el grado académico de 

Maestro, en Universidad Cesar Vallejo. Presenta las siguientes conclusiones: 

La investigación titulada La aplicación del principio de legalidad y su relación con el 

principio de humanidad en los sentenciados por los delitos de Robo Agravado, 

Violación Sexual y Tráfico Ilícito de Drogas en los Juzgados Colegiados y la Sala 

Penal de Apelaciones de Tarapoto en el periodo 2016, buscó Comparar la aplicación 

del principio de legalidad y principio de humanidad en los sentenciados por los delitos 

de Robo Agravado, Violación Sexual y Tráfico Ilícito de Drogas entre el Juzgado 

Colegiado y la Sala Penal de Apelaciones de Tarapoto en el periodo 2016. El principio 

de legalidad aplicado en los sentenciados por los delitos de Robo Agravado, Violación 
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Sexual y Tráfico Ilícito de Drogas; el Juzgado Colegiado utiliza mayores elementos 

objetivos con 43.33% y la Sala Penal de Apelaciones de Tarapoto en el periodo 2016, 

utiliza menor porcentaje de elementos objetivos con 36.67%. Sin embargo, ambos 

presentan mayor subjetividad. El principio de humanidad aplicado en los sentenciados 

por los delitos de Robo Agravado, Violación Sexual y Tráfico Ilícito de Drogas el 

Juzgado Colegiado y la Sala Penal de Apelaciones de Tarapoto en el periodo 2016, 

como factor preponderante la motivación de la condena con. Sin embargo, el Juzgado 

Colegiado lo utiliza en un 60.00% y la Sala Penal de Apelaciones de Tarapoto con un 

53.33%; en la Sala Penal de Apelaciones de Tarapoto en el periodo 2016, es la 

motivación de la condena con 53.33% y la proporcionalidad de la pena con 46.67%. El 

Principio de legalidad aplicado con mayor frecuencia en las penas impuestas a los 

sentenciados por los delitos de Robo Agravado, Violación Sexual y Tráfico Ilícito de 

Drogas en el Juzgado Colegiado de Tarapoto en el periodo 2016, es el elemento 

subjetivo, con 56.67% que implica responsabilidad restringida por factores sociales y 

culturales, confesión sincera, terminación anticipada y colaboración eficaz, en la Sala 

Penal de Apelaciones de Tarapoto en el periodo 2016, está el subjetivo con 63.33% y 

el objetivo o con 36.67%. 

Según la presente tesis, se tiene el siguiente aporte teórico, la utilidad del principio de 

legalidad en la imposición de las sanciones penales, va contra el principio de humanidad de la 

pena, esto es, que toda sanción impuesta ha de ser dada respetando el derecho de las personas, 

la de una pena justa, que les permitan reinsertarse en un futuro a la sociedad. He ahí donde 

radica la importancia de la pena y la afectación del principio de humanidad, pues, según, el 

principio de legalidad éste ha de ser aplicado al caso concreto. 

Villalobos, (2019). Trabajo de investigación que lleva por título lo siguiente: La 

desnaturalización del principio de legalidad frente a la aplicación del principio de 
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oportunidad en el nuevo Código Procesal Penal- periodo 2016. Tesis para optar el grado de 

Maestro, en Universidad San Pedro. Se tiene las siguientes conclusiones: 

La presente investigación titulada; La desnaturalización del principio de legalidad 

frente a la aplicación del principio de oportunidad en el nuevo Código Procesal 

Penal-periodo 2016; tiene como propósito determinar si existe o no desnaturalización 

en su aplicación sobre la esencia de estos dos principios tanto el de legalidad como el 

del principio de oportunidad en nuestro Código Procesal Penal Peruano. La 

investigación es de tipo no experimental con diseño transversal descriptivo en el marco 

del enfoque cuantitativo Se trabajó con una muestra aleatoria de 74 personas sobre la 

base de una población inmensa en el ámbito jurídico el proceso de los datos fue con el 

programa SPS se aplicó para ello estadísticas recopiladas de las fuentes de información. 

Para alcanzar los objetivos, encuestamos a abogados adscritos al Colegio de Abogados 

del Santa, que tienen afinidad por materia penal y procesal penal con el fin de 

determinar el propósito de la investigación; por tal efecto se aplicó una encuesta a 

dichos profesionales en la especialidad para rescatar su opinión. 

Estando a lo dispuesto por la presente tesis, se tiene el siguiente aporte teórico, nos 

brinda información teórica sobre la supuesta vulneración al principio de legalidad, estando en 

vigencia el principio de oportunidad, pues, según dicho instituto procesal, no se lleva a cabo la 

persecución penal, sino, todo contrario, se deja arbitrio al representante del Ministerio Público, 

quien define si procede o no el archivo de la denuncia penal. Dicho fundamento nos resulta de 

gran importancia. 

Maccha, (2018). Trabajo de investigación titulado: Tipificación de los delitos de 

crimen organizado y afectación al principio de legalidad en Huánuco-2017. Para optar el 
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grado académico de Maestro, en Universidad Nacional Hermilio Valdizán. Investigación que 

presenta las siguientes conclusiones: 

El propósito de la presente investigación fue determinar la incidencia de la tipificación 

de los delitos de crimen organizado en la afectación del principio de legalidad, en razón 

a la coexistencia de varios tipos penales regulados en forma independiente. En tal 

sentido, se procedió a efectuar un análisis de contenido de la normatividad[es] 

implicada[s]; así como, de su aplicación práctica a la luz de determinados expedientes 

penales seleccionados intencionalmente; asimismo, se aplicó tres cuestionarios, con los 

mismos reactivos, dirigidos a once (11) abogados penalistas, seis (6) jueces penales y 

seis (6) fiscales penales. El análisis de los casos se efectuó teniendo en cuenta los 

parámetros establecidos en el Acuerdo Plenario Nº 4-2006/CJ-116, sobre asociación 

ilícita para delinquir, el Acuerdo Plenario Nº 01-2017-SPN de 05 de diciembre de 2017. 

Resultado de los cuestionarios fueron materia de tabulación, consolidación y 

ponderación; asimismo, se procedió a su procesamiento a través del estadígrafo, lo que 

nos permitió presentar cuadros y gráficos que patentizan los resultados obtenidos. Tanto 

del análisis de los expedientes seleccionados, así como de los cuestionarios 

administrados, se llegó a la conclusión, que efectivamente en materia de crimen 

organizado existe una zona gris normativa que de algún modo atenta contra el principio 

de legalidad en su dimensión de lex certa, por lo que se concluye que sería necesario 

precisar objetivamente las diferentes conductas que constituyen crimen organizado, en 

garantía de dicho principio y por ende de los derechos fundamentales de los procesados. 

Ahora asociación ilícita para delinquir es organización criminal, pero a pesar de cambiar 

no ha dejado de afectar al principio de legalidad. 

La presente tesis nos aportó teóricamente lo siguiente: nos retrata la vulneración al 

principio de legalidad desde la posición legislativa, esto, por cuanto, se presume la existencia 
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de varios tipos penales que regulan una sola conducta, la del delito de organización criminal. 

Con tal afectación se estaría, según la investigación citada, vulnerando el sub-principio de lex 

certa, pues todo haría prever que haría una zona gris en la regulación de dicho comportamiento 

criminal. Ello es un dato importante para nuestra investigación. 

Lizárraga, (2020). Trabajo de investigación titulado: Propuesta de inaplicación de 

reparación civil en sentencia absolutoria y observancia del principio de legalidad, Tarapoto 

2020. Para optar el grado académico de Doctor, en Universidad Cesar Vallejo. Trabajo que 

presenta la siguiente descripción: 

El objetivo general de la investigación es el determinar de qué manera la propuesta de 

inaplicación de la reparación civil en sentencias absolutorias influye en el principio de 

legalidad, Tarapoto, 2020. La teoría se centra en la reparación civil de las sentencias 

absolutorias y la observancia del principio de legalidad. La investigación fue de tipo 

descriptiva propositiva, la muestra de trabajo de campo estuvo conformada por 10 

magistrados en la especialidad de derecho penal – procesal, que laboran en el Distrito 

Judicial y Fiscal de San Martín, en el periodo de enero a junio de 2020, la técnica 

empleada fue el fichaje y el instrumento aplicado en la etapa de ejecución estuvo dado 

por el cuestionario de expertos. La conclusión general es que la propuesta de 

inaplicación de la reparación civil en sentencia absolutoria, Tarapoto 2020 influye de 

manera positiva en el principio de legalidad, porque el artículo 12.3 del Código Procesal 

Penal no es pertinente al facultar fijar reparación civil en sentencia absolutoria, porque 

no se aplica por el A quo, y porque abre una ventana a la vulneración del principio de 

legalidad. 

La presente tesis, si bien, desde un plano distinto a nuestro objeto de investigación, 

precisa la afectación del principio de legalidad, cuando el juez penal, al emitir su sentencia, 
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ésta es una sentencia absolutoria, sin embargo, se pronuncia sobre la reparación civil, éste punto 

desde la óptica de la investigación citada, afectaría el principio de legalidad. Nos muestra cómo 

el órgano jurisdiccional quebranta su rol independiente. Tesis con la que no estamos de 

acuerdo, pues, ya en algunas sentencias casatorias y también, porque nuestra normativa 

procesal así lo precisa, el juez sí puede pronunciarse sobre cuestiones patrimoniales. 

Arbildo, (2019). Cuyo título es el siguiente: El principio de legalidad en el delito de 

negociación incompatible y la aplicación del principio de accesoriedad y la unidad del título 

de imputación en el extraneus. Para optar el grado de Maestro, en la Universidad Nacional 

Pedro Ruíz Gallo. Cuyo contenido es el siguiente: 

La tesis titulada EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN EL DELITO DE 

NEGOCIACIÓN INCOMPATIBLE Y LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE 

ACCESORIEDAD, Y LA UNIDAD DE TÍTULO DE IMPUTACIÓN EN EL 

EXTRANEUS; el objetivo del estudio es determinar, si la aplicación del principio de 

accesoriedad, y la teoría de unidad de título de imputación en el extraneus, vulnera el 

principio de legalidad en el delito de negociación incompatible, en las sentencias de la 

Corte Suprema de Justicia, durante los años 2011 al 2018. La hipótesis fue demostrar 

es que, si se aplica el principio de accesoriedad y la teoría de unidad de título de 

imputación en el extraneus; se vulnera el principio de legalidad en el delito de 

negociación incompatible, en las sentencias de la Corte Suprema de Justicia durante los 

años 2011 al 2018. Se ha utilizado la metodología de investigación de tipo cualitativa, 

descriptiva con diseño no experimental aplicada al derecho, por cuanto no se manipula 

la variable independiente, a fin de conocer la motivación de los Jueces Supremos en sus 

sentencias, respecto a la aplicación del principio de accesoriedad y la teoría de unidad 

de título de imputación en el extraneus; y la influencia en el principio de legalidad en 

el delito de negociación incompatible. El desarrollo de la tesis, se realizó en los meses 
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de enero a julio de 2019, de la cual se obtuvo como resultado que no existe uniformidad 

en las sentencias, como tampoco doctrina jurisprudencial vinculante de la Corte 

Suprema, en relación a la participación del extraneus en el delito de negociación 

incompatible, y que la aplicación del principio de accesoriedad y la teoría de unidad de 

título de imputación en el extraneus, vulnera el principio de legalidad. 

A decir de la presente tesis citada, su aporte teórico radica en lo siguiente: de acuerdo 

a la investigación realizada por parte del tesista, estaríamos frente a la vulneración del principio 

de legalidad, aplicada al delito de negociación incompatible, sobre todo, cuando de atribuir 

responsabilidad penal al tercero se trata, pues, según lo manifiesta el tesista, si se aplicara tanto 

el principio de accesoriedad como la teoría de la unidad del título de imputación, se iría en 

contra de la norma penal, pues, tales teorías no son de recibo por nuestra norma penal. 

Tuesta, (2017). Investigación titulada como sigue: El principio de legalidad y calidad 

de servicios judiciales en la sede central de la Corte Superior de Huánuco-periodo, 2015. 

Para optar el grado de Maestro, en Universidad Nacional Hermilio Valdizán. Cuyas 

conclusiones son las siguientes: 

La presente investigación ha tenido el objetivo de determinar cómo el Principio de 

Legalidad influye en la Calidad de Servicios Judiciales en la Sede Central de la Corte 

Superior de Justicia de Huánuco, planteándose como una hipótesis que, el Principio de 

Legalidad influye de manera directa y significativa en la Calidad de Servicios Judiciales 

en la Sede Central de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, siendo el tipo de 

investigación básica y el nivel descriptivo- explicativo, el diseño es no experimental en 

su forma transversal, la población estuvo representado por 298 sujetos de investigación, 

según el ámbito de Investigación se localizó geográficamente en la región Huánuco y 

está integrado por magistrados y otros funcionarios, La muestra es no probabilística y, 
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por ser finita y por conveniencia del investigador se tomó el 25%, de 298, siendo un 

total de 75 magistrados y funcionarios del Poder Judicial, siendo las técnicas empleadas 

el análisis documental, fichaje y las encuestas. Con relación al principio de legalidad- 

características Los resultados nos permiten indicar que, efectivamente el Principio de 

Legalidad influye de manera directa y significativa en la calidad de servicios judiciales 

en la Sede Central de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, según lo manifiestan 

los Magistrados, funcionarios, directivos, servidores y usuarios, involucrados en la 

investigación. Con relación a las características del Principio de Legalidad en la Sede 

Central de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, se han caracterizado al Principio 

de Legalidad, teniendo en cuenta algunas dimensiones, con la correspondiente 

categoría, frecuencia y porcentaje, así tenemos: Sobre la seguridad jurídica, refieren 

que, es pésima, en un 40% (30), sobre el contenido de la regla de oro del Derecho 

Público, el 42,7% (32) es pésima, sobre la efectividad del Estado de Derecho, el 36% 

(27) refieren pésima, sobre la reserva de Ley, Ley, el 31% (23) encuestados indican 

que, es pésimo, sobre los derechos del individuo, el 34,7% (26) refieren que, es pésimo 

y, sobre la separación de poderes, el 28% (21), de encuestados refieren que existe una 

pésima separación de poderes y el otro 28% (21) indican que existe mala separación de 

poderes en la Sede Central de la Corte Superior de Justicia de Huánuco. Con relación a 

los niveles de calidad de servicios judiciales Los encuestados indican: respecto al nivel 

de efectividad de los cambios tecnológicos, el 29,4% (22) indican que es pésimo nivel 

de calidad de los cambios tecnológicos, sobre el nivel de calidad de los sistemas 

informáticos, el 33,3% (25) indican que existe mal nivel de calidad de los sistemas 

informáticos, sobre el nivel de calidad de mobiliario, el 33,3% (25) encuestados indican 

que existe mal nivel de calidad de mobiliario, sobre el nivel de trato psicológico, el 

33,3% (25) encuestados refieren que, existe un pésimo nivel de trato psicológico, sobre 
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el nivel de potenciación del capital humano, el 26,7% (20) encuestados indican que 

existe un mal nivel de potenciación del capital humano, sobre el nivel de delegación de 

tareas, el 29,3% (22) encuestados indican que existe un pésimo nivel de delegación de 

tareas, finalmente, sobre el nivel de técnicas directivas de integración, el 32% (24) 

encuestados refieren que existe un pésimo nivel de técnicas directivas de integración en 

la Sede Central de la Corte Superior de Justicia de Huánuco. 

La presente tesis nos da el siguiente aporte teórico: desde un plano puramente 

descriptivo, el presente antecedente nos retrata la influencia del principio de legalidad en la 

administración de justicia, esto es, desde un enfoque meramente de acceso al servicio de 

justicia. Su implicancia con nuestra investigación reside en que, por medio de ésta tesis, se 

extrajo algunos conceptos importantes sobre la utilidad del principio de legalidad, de su 

necesario cumplimiento a fin de evitar afectación en la administración de justicia. 

 

2.1.2. Internacionales 

Vergara, (2018). Titulado: La eficacia de la garantía de legalidad en el régimen 

cerrado del sistema de ejecución penal chileno. Para optar el grado de Maestro, en 

Universidad de Chile. Se tiene la siguiente descripción: 

El presente trabajo plantea un análisis a la garantía de legalidad en el sistema de 

ejecución penitenciario de Chile, bajo la observación del comportamiento que presentan 

los poderes públicos frente a los mandatos que el principio de legalidad contiene en el 

marco político de un Estado democrático de derecho. El estudio revisa las funciones del 

principio de legalidad y ahonda en su aplicación concreta en cuanto garantía ejecutiva, 

cuya finalidad es servir de cortapisa al poder estatal durante la fase de cumplimiento 

penal. Se analiza la garantía, como un sistema de restricciones y mandatos dirigidos a 

los operadores institucionales, que limitan sus atribuciones imponiéndoles la obligación 
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de mantener un sistema de cumplimiento exento de arbitrariedad, que excede la sola 

constatación de existencia de una ley específica que regule el ámbito penitenciario. Para 

el análisis se han construido criterios de verificación, contra los cuales se contrasta la 

realidad observada, dando lugar a las conclusiones finales del estudio. Palabras clave: 

principio de legalidad. 

Según la presente tesis, se tiene el siguiente aporte teórico para los fines de nuestra 

investigación. Según el derecho comparado, el principio de legalidad aplicada en la legislación 

chilena, sobre todo, en cuanto a la ejecución de la pena, se deja cierto arbitrio a los operadores 

del sistema de ejecución de la sanción penal, pues, éste ya no está en la órbita del juez, sino 

más bien, de los entes del Estado correspondientes a los cumplidores de las sanciones. Ello 

sirve como dato relevante. 

Yavara, (2017). Investigación cuyo título es el que sigue: Sobre los delitos de injuria y 

calumnias en el contexto de redes sociales y su relación con el principio de legalidad y 

tipicidad. Para optar el grado académico de Maestro, en Universidad de Chile. Presenta las 

siguientes conclusiones: 

En síntesis, sobre el cumplimiento irrestricto del principio de legalidad y la adecuación 

de la conducta en reciprocidad con el tipo, el uso de las herramientas gramaticales 

contempladas por el legislador específicamente en las disposiciones comunes 

dispuestas entre los artículos 421 y 431 del Código Penal, es revelador, por lo que se 

realizan las siguientes observaciones: La descripción perspicaz del artículo 422 del 

Código Penal , mediante el uso de la frase u otro procedimiento análogo, da cuenta de 

la visión que el legislador tuvo a la sazón de los incipientes cambios tecnológicos que 

surgieron durante el ocaso del siglo XIX, y que anunciaron la necesidad de proteger el 

bien jurídico honra, tal vez sin presagiar el avance de las comunicaciones durante 
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finales del siglo XX y comienzos del siglo XXI. Insistimos en que la descripción de ésa 

norma en particular, no tan solo resulta ajustada a derecho, toda vez que no se constituye 

como un tipo abierto que permita la vulneración de la Legalidad en materia penal, sino 

que es una descripción que no permite la obsolescencia del tipo penal, en cuanto al 

instrumento para cometer los delitos de injurias y calumnias. La interpretación 

armónica de los artículos 418 y 422 del Código Penal, en relación a la adecuación de la 

comisión al delito de injuria través de redes sociales, concuerda con el principio de 

legalidad y tipicidad en materia penal. En cuanto al delito de calumnia, nos interesan 

aquellas graves, por lo que nos remitirnos a lo suscrito por el artículo 422 del Código 

Penal, vale decir aquellas cometidas por escrito y publicidad a través de redes sociales, 

las que en principio también respetarían el principio de legalidad y tipicidad en materia 

penal. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre con la injuria, la escrituración y la 

publicidad no importan agravante en la penal calumnia, sino que el alcance del injusto 

que se imputa. Nuevamente, una interpretación armónica del artículo 422 en relación al 

artículo 421 del Código Penal, había posible (a nuestro juicio) la sanción de -los memes- 

publicados a través de redes sociales, siempre que su contenido sea injurioso o 

calumnioso respecto de los aludidos. A nuestro juicio, el artículo 425 del Código Penal, 

soslaya la aplicación del principio de ejecución en materia penal, por lo que se 

permitiría la persecución de publicaciones injuriosas y calumniosas a través de redes 

sociales ejecutadas desde una IP extranjera. En cuanto a la solución de los conflictos, 

el artículo 428 da cuenta del perdón del ofendido, siendo esta una de las soluciones 

ventiladas por nuestros tribunales de justicia. Ahora bien, entendemos la noción técnica 

de Internet y redes sociales son distintas, ya que las últimas se entienden como un 

servicio que se presta a través de internet. No obstante, el concepto de redes sociales y 

los patrones en el consumo de medios de comunicación por los usuarios cambiaron, por 
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lo que el concepto de red social evolucionó conjugando todos los elementos que 

componen la naturaleza de Internet y acentuándose como un sistema esencialmente 

comunicativo. Es más las propias redes sociales se definen como servicios cuya 

finalidad son las comunicaciones y el intercambio fluido de distintas opiniones entre 

los usuarios, que incluso provee de información a quienes no pertenecen a ciertas redes, 

por lo tanto malamente podemos excluir su importancia como medio de comunicación 

social masivo. (…) Ahora bien, queda claro que las injurias y calumnias en el contexto 

de redes sociales cumplen con los requisitos de legalidad y tipicidad de la conducta, no 

obstante, en atención al análisis comparado hay una situación que no se encuentra 

reconocida ni por nuestra legislación penal, ni mucho menos por nuestra jurisprudencia, 

ya que en Chile, que no describe como típico el hecho de abrir, crear un perfil, o usar 

dolosamente un perfil ya existente con la finalidad de proferir injurias y calumnias, 

ciertamente un vacío en nuestra legislación nacional. Así las cosas, el uso fraudulento 

de cuentas pertenecientes a redes sociales no está contemplado en nuestra legislación 

lo que corresponde a un ilícito pendiente de valorar. 

A decir de la presente tesis extranjera, su aporte teórico radica esencialmente en cuanto 

a que, nos da un panorama del cumplimiento legal, de la creación de un tipo penal que sanciona, 

o, mejor dicho, que incorpora en el ya existente sistema penal chileno, una forma de atentar 

contra la dignidad de la persona, a través de medios tecnológicos, entiéndase por ello, a las 

redes sociales, medio masivo que permite entre otros, afectar la honra, dignidad de la persona. 

De suerte que, el sistema chileno, bajo lo ya descrito, lleva a cabo la materialización de dicha 

norma. De tal manera que, el tipo penal encuentra aplicación social. 
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2.2. BASES TEÓRICAS 

2.2.1. Alcances Constitucionales del Principio de Legalidad 

Según lo señalaran los profesores alemanes Jescheck y Weigend, (2014): se tiene lo 

siguiente: 

Se suele atribuir como base histórica del principio de legalidad, a la concepción, a la 

teoría del contrato social, la misma que fuera propalada durante la revolución francesa. 

A decir del profesor Jescheck, sus raíces se cimientan sobre la idea de una razón común 

a todas las personas que ha encontrado su expresión decisiva en la Ley y que excluye a 

la arbitrariedad estatal como una perturbación irracional, en el postulado del 

reconocimiento para toda persona de derechos y libertades naturales de carácter 

inviolable, en la limitación de la misión del Estado a la protección jurídica y en la 

exigencia de seguridad y certeza del Derecho a favor de una burguesía influyente. (págs. 

193-194) 

Como se puede ver, el papel que representa el principio de legalidad en un Estado 

Democrático se determina en base a dos aspectos muy importantes. En primer lugar, se tiene 

el papel del Poder legislativo, el cual, debe establecer los marcos legales y los marcos penales 

de una conducta reprochable; en segundo lugar, se tiene es aspecto limitante al poder punitivo 

del Estado, esto es que, al poseer el Estado el monopolio sancionador, ésta no se debe ejercer 

de manera abusiva, excesiva y totalitaria, más sino, debe actuar bajo los límites que establece 

la ley penal. 

A decir del profesor peruano Villavicencio, (2006), el principio de legalidad se 

representa en lo siguiente: 

El principio de legalidad muestra sus efectos sobre el poder penal limitándolo a lo 

señalado en la ley, y sobre los ciudadanos, buscando que conozcan, en todo momento, 
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cuáles son las consecuencias jurídicas de su conducta y la manera cómo van a ser 

aplicadas. (p. 135) 

En tal sentido se tiene que, la ley penal, representa un escudo ante los posibles excesos 

que pueda cometer el Estado ante la represión de un hecho delictivo. Constituyendo, como se 

puede ver, un límite formal al poder punitivo, al poder sancionador del Estado. 

Por otro lado, a modo de complemento teórico, se tiene el siguiente dato histórico, se 

suele atribuir a Anselm von Feuerbach, como el padre de la famosa frase nullum crimen, nulla 

poena sine lege, frase que posteriormente se consagrara como norma en la Declaración de los 

Derechos del Hombre y del Ciudadano. Tal como lo señala el profesor piurano, García, (2019): 

el principio de legalidad establece que nadie puede ser sancionado penalmente por un acto 

que no esté previsto de manera previa por la ley como delito o con una pena no establecida 

en ella, (p.137). Esto significa que, ninguna persona que, al momento de la comisión de un 

hecho ilícito, éste no este previamente reconocido por nuestro sistema jurídico, no será 

perseguible penalmente. 

Ahora bien, su existencia en nuestra legislación se haya comprendida en el artículo II 

del Título Preliminar del Código Penal. Que a la letra dice: Nadie será sancionado por un acto 

no previsto como delito o falta por la ley vigente al momento de su comisión, ni sometido a 

pena o medida de seguridad que no se encuentre establecida en ella. 

Como se puede ver, se trata de una regulación expresa por nuestra legislación. A la cual, 

nuestro máximo intérprete de la Constitución ha señalado lo siguiente: Ahora bien, según la 

sentencia expedida por el Tribunal Constitucional, recaída en el caso de 

Inconstitucionalidad del Código de Justicia Militar y Policial. STC. Exp. N.° 0012-2006-

AI/TC, fundamentos 22-26. 
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En dicho proceso constitucional se establece cuál es el contenido del principio de 

legalidad, tal como lo refiere el profesor Caro, (2013): 

El principio de legalidad penal garantiza: a) La prohibición de la aplicación retroactiva 

de la ley penal (lex praevia); b) La prohibición de la analogía (lex stricta); c) La 

prohibición de la cláusula legales indeterminadas (lex certa); d) La prohibición de 

aplicación de otro derecho que no sea el escrito (lex scripta). (pp. 107-108) 

Un gran sector de la doctrina, suele considerar a estos aspectos del principio de 

legalidad, como base sustancial, como contenido mismo del principio de legalidad, sin la cual, 

ella no se explicaría, no tendría mayor importancia en el sistema penal. Entre ellos destacan los 

profesores: García Cavero, Caro John, Villavicencio Terreros, por citar algunos. De tal manera 

que su desarrollo y reconocimiento por parte de nuestro Tribunal Constitucional, hace presumir 

su validez e importancia a la hora de regular, investigar y castigar un hecho ilícito. 

Pues bien, descrito brevemente algunos aspectos teóricos, resulta oportuno manifestar 

qué piensa nuestro Tribunal Constitucional sobre el principio de legalidad. Al respecto 

citaremos la siguiente sentencia: Exp. N.°3644- 2015-PHC/TC, Lima. Caso Óscar Llantoy 

Gutiérrez, fundamento N.° 8. 

Este tribunal considera que el principio de legalidad penal se configura también como 

un derecho subjetivo constitucional de todos los ciudadanos. Como principio 

constitucional, informa y limita los márgenes de actuación de los que dispone el Poder 

Legislativo al momento de determinar cuáles son las conductas prohibidas, así como 

sus respectivas sanciones; en tanto que, en su dimensión de derecho subjetivo 

constitucional, garantiza a toda persona sometida a un proceso o procedimiento 

sancionatorio que lo prohibido se encuentra previsto en una norma previa, estricta y 
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escrita, y también que la sanción se encuentre contemplada previamente en una norma 

jurídica. 

A decir del Tribunal Constitucional, el principio de legalidad constituye una forma de 

límite a las acciones punitivas de parte del Estado, así mismo, del poder que ejercen los 

legisladores al momento de promulgar normas contrarias al principio de legalidad. Entendido 

este fundamento desde el ser mismo de la Constitución, el cual reconoce derechos subjetivos a 

todos los ciudadanos, de tal manera que deberán ser escrupulosamente cumplidos. 

2.2.1.1. Ley previa e irretroactividad: lex praevia 

Según lo señala el profesor Villavicencio, (2006), sobre este punto se tiene lo pertinente: 

lo determinante de esta garantía es la búsqueda de la seguridad jurídica, de manera que el 

ciudadano conozca, en la actualidad, qué conducta está prohibida y cuál es la pena que se 

aplica al infractor, (p. 141). En otras palabras, por medio de esta garantía constitucional, se 

exige al Estado seguridad jurídica, en la que el ciudadano tenga la certeza de que va a ser 

sancionado por una conducta prohibida en la norma penal. 

Según García, (2019): en otras palabras, el principio de legalidad señala también que 

la determinación de la conducta delictiva y la pena correspondiente debe ser previa a su 

realización, (p. 162). Esto es, previamente la norma debe existir, para posteriormente ser 

aplicada al sujeto infractor de la norma penal. Así se podría establecer que, solo se podrá 

considerarse una conducta reprochable y merecedora de sanción, en tanto, exista una norma 

penal previamente.  

Por otro lado, según Caro, (2013): 

no es casual que en el orden de desarrollo del principio de legalidad se haga mención 

expresa en primer lugar a esta garantía al mencionarse que nadie será procesado ni 
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condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente 

calificado en la ley. (pp. 108-109) 

A decir de esta idea, la existencia en primer lugar de una norma penal, hace posible la 

existencia misma del principio de legalidad. De tal manera que, a razón de este principio no se 

puede aplicar una norma penal de manera retroactiva con la única finalidad de castigar un hecho 

delictivo que tuvo vigencia antes de creada la norma penal. Tal como lo señala el profesor 

García, (2019): del mismo modo, para imponer una pena, ésta debe estar establecida 

previamente en una norma penal. Las leyes penales son, pues, irretroactivas, (p.163). Así las 

cosas, la existencia de la norma se da previamente a su eficacia. 

A decir del profesor peruano Caro, (2013): 

Asimismo, se puede expresar lo siguiente: que la ley exista previamente es una 

condición de validez de la comunicación en un sistema normativo porque de esa manera 

las personas que forman parte del sistema conocen el mensaje de la norma. (p. 109). 

Interpretando lo señalado por el profesor, se extrae lo siguiente: para que exista una 

correcta comunicación entre el Estado y los ciudadanos, las normas que emitan estos primeros, 

han de ser dada previamente, para que así tengan eficacia y efectividad vigente. 

Esta garantía encuentra sustento constitucional en el artículo 2°, inc. 24, literal d, de 

nuestra Constitución, que a la letra dice: Nadie será procesado ni condenado por acto u 

omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera 

expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley. 

Adoptando nuestro sistema jurídico el carácter inmediato de las normas.  

Ahora bien, siendo la regla general la aplicación inmediata de la norma penal al hecho 

delictivo, y, estando prohibido la aplicación retroactiva de la misma. Dicha garantía presenta 

una excepción, a ella se le suele denominar retroactividad benigna. Excepción o dato 
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preminente, se encuentra reconocido por la Constitución en el artículo 103°, que a la letra dice 

lo siguiente:  

Pueden expedirse leyes especiales porque así lo exige la naturaleza de las cosas, pero 

no por razón de las diferencias de las personas. La ley, desde su entrada en vigencia, se 

aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes y no tiene 

fuerza ni efectos retroactivos; salvo, en ambos supuestos, en materia penal cuando 

favorece al reo. La ley se deroga sólo por otra ley. También queda sin efecto por 

sentencia que declara su inconstitucionalidad (…). (Lo subrayado es nuestro). 

A decir de la norma en mención, se aplica una norma de manera retroactiva, en tanto 

esta le resulte previamente beneficiosa al imputado, es decir, el sistema actúa siempre en 

beneficio del ciudadano y nunca en contra de ésta. 

Según lo plantea García (2019):  

Ahora bien, la evaluación de las leyes penales que pueden ser más favorables se 

extienden a las que rigen con posterioridad a la vigente al momento de la realización 

del delito hasta el cumplimiento total de la pena impuesta. (p. 163) 

En palabras del profesor de Piura, la excepción de la norma penal en el tiempo, no solo 

tiene efectos respecto a la comisión del hecho, sino, sobre todo respecto a la aplicación y 

cumplimiento de la pena. 

Un punto a tener en cuenta es lo descrito por el profesor García (2019): el cual 

manifiesta que, el alcance de la garantía de la prohibición de retroactividad de la ley penal 

resulta especialmente discutido en tres supuestos específicos, (p. 163). Es decir, sus efectos se 

extienden a otras áreas propias del derecho no solo sustantivo, sino procesal y de ejecución. 

Así lo ha precisado el profesor García (2019): 
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Tales supuestos son: en primer lugar, si las leyes penales, deban ser entendidas solo en 

su vertiente material o, acaso también, deban ser trasladadas a las normas procesales y 

a las normas de ejecución; en segundo lugar, se discute también si el régimen penal de 

la vigencia temporal de la ley penal resulta extensivamente aplicable a las leyes que 

forman parte del Derecho administrativo sancionador. (p. 163) 

A decir del autor en comento, la aplicación de una norma penal de manera retroactiva, 

encuentra su aplicación no solo en áreas correspondientes al derecho material, entiéndase por 

ella, el derecho penal, sino también, se discute su aplicación en el campo del derecho procesal 

penal y del derecho de ejecución penal. 

Ahora bien, según García, (2019), también de discute lo siguiente: y, por último, se 

discute si la irretroactividad de la ley penal está referida únicamente a la imposición de las 

penas o si alcanza también a las medidas de seguridad, (p. 163). De tal manera que, ante una 

apreciación más completa de los efectos de la retroactividad penal, también se extendería el 

debate en la aplicación de la pena y las otras formas de sanción, como son, las medidas de 

seguridad impuestas a las personas que presentan graves alteraciones. A la cual, la doctrina ha 

dado respuesta en el sentido siguiente: 

Sobre el primer punto, esto es, si las leyes penales, deban ser entendidas solo en su 

vertiente material o, acaso también, deban ser trasladadas a las normas procesales y a las 

normas de ejecución penal. En cuanto a las normas procesales, un gran sector de la doctrina 

nacional considera la existencia previa de las normas procesales y de ejecución penal. 

Más por el contrario, el máximo intérprete de la Constitución el Tribunal 

Constitucional, guarda una idea distinta. En cuanto a la existencia previa de las normas 

procesales, el Tribunal Constitucional ha manifestado lo siguiente: 
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En el Derecho procesal, como antes se ha señalado, rige también la aplicación inmediata 

de normas en tanto el proceso se desarrolle de acuerdo a las normas vigentes durante el 

mismo. Está prohibida la aplicación retroactiva de normas no sólo por estar prohibida 

constitucionalmente, sino porque debido a la naturaleza del proceso como sucesión de 

actos, se debe aplicar la norma vigente al momento en que éstos se producen. Exp. N.° 

1300-2002-HC/TC 

Como se puede ver, en éste punto, el Tribunal Constitucional, reconoce la existencia 

previa de las normas procesales. Ahora bien, dicho razonamiento es respaldado por los 

dispuesto en el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Penal, el cual regula lo 

siguiente: 

1. La Ley procesal penal es de aplicación inmediata, incluso al proceso en trámite, y es 

la que rige al tiempo de la actuación procesal. Sin embargo, continuarán rigiéndose por 

la Ley anterior, los medios impugnatorios ya interpuestos, los actos procesales con 

principio de ejecución y los plazos que hubieran empezado. 2. La Ley procesal referida 

a derechos individuales que sea más favorable al imputado, expedida con posterioridad 

a la actuación procesal, se aplicará retroactivamente, incluso para los actos ya 

concluidos, si fuera posible. 3. La ley que coacte la libertad o el ejercicio de los derechos 

procesales de las personas, así como la que limite un poder conferido a las partes o 

establezca sanciones procesales, será interpretada restrictivamente. La interpretación 

extensiva y la analogía quedan prohibidas mientras no favorezcan la libertad del 

imputado o el ejercicio de sus derechos. 4. En caso de duda insalvable sobre la Ley 

aplicable debe estar a lo más favorable al reo. 
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Así las cosas, según lo describe la norma procesal penal, establece una serie de 

supuestos, pero, sobre todo, reconoce la inmediatez de la norma. De tal manera que, su 

relevancia se centra la determinación de una sanción. 

En cuanto a las leyes de ejecución penal, el problema radica en sí, se le debe atribuir o 

no un carácter de norma sustantiva o adjetiva. En este punto se tiene ideas contrarias, por un 

lado, la doctrina la considera como normas penales; por otro lado, se tiene la opinión del 

Tribunal Constitucional, para quienes las leyes de ejecución penal, deban ser consideradas 

como norma procedimental, la cual fundamenta que, se deba aplicar la ley de ejecución penal 

vigente. 

En segundo lugar, se discute también si el régimen penal de la vigencia temporal de la 

ley penal resulta extensivamente aplicable a las leyes que forman parte del Derecho 

administrativo sancionador. En torno a este punto se debe decir que, nuestro ordenamiento 

constitucional no hace referencia a normas administrativas, sino solamente a las normas 

penales. Mas sin embargo se debe tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 230 inciso 5 de 

la Ley de procedimiento administrativo general, el cual dispone lo siguiente: Son aplicables las 

disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de incurrir el administrado en la conducta 

a sancionar, salvo que las posteriores le sean más favorable. 

Por último, se discute si la irretroactividad de la ley penal está referida únicamente a la 

imposición de las penas o si alcanza también a las medidas de seguridad. Sobre el particular, 

se tiene que, debe existir una norma penal que regule, que prevea las medidas de seguridad a 

imponer al infractor. Ello bajo el entendimiento del artículo II del Título Preliminar del Código 

Penal, el cual regula lo siguiente: Nadie será sancionado por un acto no previsto como delito 

o falta por la ley vigente al momento de su comisión, ni sometido a pena o medida de seguridad 
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que no se encuentren establecidas en ella. Así las cosas, las medidas de seguridad corren la 

misma suerte que las penas. 

A modo de conclusión se cita la siguiente Casación, pues ella condensa el fundamento 

de la presente garantía: 

La garantía de la lex praevia se manifiesta en la prohibición de la aplicación retroactiva 

de la ley penal, esto es, para que una conducta pueda sancionarse como delictiva, la 

misma debe estar prevista como delito con anterioridad a su realización; (…); 

garantizando al ciudadano que una acción no sancionada como delito al momento de su 

comisión no podrá ser sancionada como delictiva con posterioridad a ésta. Con dicha 

garantía se restringe también la aplicación de consecuencias jurídicas que no hayan 

estado previstas con anterioridad a la comisión del delito y que agraven la situación 

jurídica del imputado. La referida prohibición presenta su excepción, en materia penal, 

cuando favorece al reo, evitando el castigo o la agravación de una conducta que la 

sociedad ha decidido dejar sin reproche o atenuar el mismo. Casación N.° 456-2012, 

Del Santa. Fundamento 2.3.2.1. 

Tal como lo ha precisado ya en su momento la Corte Suprema, la garantía que ejerce el 

principio de legalidad en su vertiente de ley previa, es clara, pues, caso contrario se generaría 

inseguridad jurídica y se viviría tiempos de terrorismo legal. Así se podría condensar la 

importancia de éste principio. 

2.2.1.2. La reserva de la ley: lex scripta 

En este punto debemos empezar con la siguiente cita jurisprudencial Casación N.° 456-

2012, Del Santa. Fundamento 2.3.3.1. que señala lo siguiente: 

Esta garantía erige a la ley como única fuente de creación del delito y excluye a la 

costumbre como fuente para calificar una conducta como delito.  
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Esto es, que solo por medio de la ley se crea sanciones, prohibiciones. 

A decir del profesor Villavicencio, (2006): Se dirige a rechazar a la costumbre, la 

jurisprudencia y los principios generales del Derecho como fuentes del Derecho Penal, sin que 

esto signifique negar su incidencia en este Derecho, siempre subordinada a la ley, (p. 142). En 

otras palabras, si bien, no se puede negar la incidencia que presentan las otras fuentes, la 

principal siempre es la fuente formal, dejando de lado la costumbre, entre otros. 

Según lo señalan los autores, Jescheck & Weigend, (2014): Con ello, la reserva de la 

Ley en Derecho penal está formalizada más fuertemente que en todos los demás sectores 

jurídicos, (p. 196). Así las cosas, la ley penal prima por sobre las demás fuentes no formales. 

De tal manera que, se descarta a la costumbre como fuente para imponer sanciones. 

Caro, (2013), la garantía de la ley escrita fue históricamente la primera garantía 

derivada del principio de legalidad en aparecer como respuesta a los excesos de su época, (p. 

113). Así, se podría entender que, como dato histórico, la preminencia de la fuente formal como 

medio de excesos de parte del Estado. 

Sobre este punto se podría mencionar que, la potestad de imponer una sanción y de 

considerar a un comportamiento como delictiva, estaba a cargo del monarca. Como se 

evidencia, dicha concepción se regía bajo un poder absolutista del monarca, era él quien 

señalaba que conductas merecían ser tenidas como delictivas y, también era de su competencia 

la descripción de una pena. Dicha facultad sancionadora fue erradicada y emplazada a otros 

poderes, más precisamente al Poder Legislativo. Era ese poder del Estado quien daba de ahora 

en adelante, los alcances normativos, eran quienes promulgaban las normas, como máxima 

expresión de una Nación. 
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Ahora bien, esta facultad de crear normas es de competencia solamente del Poder 

Legislativo, salvo la excepción que nuestra Constitución establece en su artículo 104°, cuyo 

contenido es el siguiente: 

El Congreso puede delegar en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar, mediante 

decretos legislativos, sobre la materia específica y por el plazo determinado 

establecidos en la ley autoritaria. No pueden delegarse las materias que son indelegables 

a la Comisión Permanente. Los decretos legislativos están sometidos, en cuanto a su 

promulgación, publicación, vigencia y efectos, a las mismas normas que rigen para la 

ley. El Presidente de la República da cuenta al Congreso o a la comisión Permanente 

de cada decreto legislativo. 

Como se puede apreciar, la excepción que reconoce nuestra constitución sobre la 

delegación de facultades para legislar, son claras, de tal manera que, el Ejecutivo no puede 

desbordar tales límites. 

Caro, (2013) señala lo siguiente: la garantía de la reserva de ley impide que la 

expectativa normativa y la pena se generen a través de otros tipos de fuentes del derecho como 

la jurisprudencia, la doctrina o la costumbre, (p.115). En este sentido, no puede considerarse 

otras formas de sanción, más que las establecidas por la Ley penal. Frente a este punto, habría 

que señalar algunas cuestiones que hoy en día se discute, sobre todo en el campo del pluralismo 

jurídico penal. 

Más, sin embargo, se debe mencionar que ello no impide que dichos institutos sean 

tomados por la judicatura, pues ella permite comprender de mejor forma la realidad. Un claro 

ejemplo de ello representa el análisis del riesgo permitido, instituto dogmático del derecho 

penal que permite precisar, en qué casos se está frente a un riesgo jurídico-penalmente relevante 

y, cuando frente a un riesgo intrascendente. Asimismo, para establecer dicho riesgo, se debe 



51 

 

recurrir al instituto de las competencias, pues ella permite establecer los ámbitos de 

competencia de cada ciudadano. 

Caro, (2013), precisa que: 

Como ya se ha mencionado líneas arriba, en el Derecho penal, la única fuente creadora 

de normas y sanciones penales es la ley. Más, sin embargo, se debe mencionar que, la 

costumbre, al no ser fuente creadora de norma prohibitivas y de sanciones, sí constituye 

en una fuente de interpretación de las normas penales. Este estereotipo se plasma en 

oficios socialmente diferenciados permitiendo identificar dentro de sus contornos un 

espacio o ámbito de competencia personal, de tal suerte que quien obra correctamente 

sin exceder los límites de dicha competencia tiene la garantía de no realizar jamás una 

conducta típica. (p. 117) 

Como ejemplo en este punto, son los casos vistos por la Corte Suprema de la República, 

el caso del taxista, el caso de la cocinera. Casos sumamente interesantes. 

A decir de los autores alemanes, Wessels; Beulke: Satzger, (2018): a modo de epílogo 

se puede expresar que, la prohibición de recurrir al derecho consuetudinario y a la analogía 

se dirige tanto al legislador como también al juez, siempre que esto sea en perjuicio del 

afectado, (p. 29). En tal sentido, no es de aplicación otras formas de sanción más que las 

previamente establecidas por nuestra normativa penal. De tal manera que, queda proscrita toda 

forma de creación de nuevos tipos penales, como de sus formas de sanción o, ampliar las ya 

existentes. 

 

2.2.1.3. El mandato de taxatividad: lex certa 

A decir de Flavio, (2001), señala que: 



52 

 

En esta garantía está contemplado el principio de precisión o de certeza, o sea, el tipo 

penal debe ser rigurosamente delimitado por el legislador, bajo pena de desconocerse 

el límite entre lo permitido y lo prohibido, entre lo lícito y lo ilícito. (p. 13). 

Según lo precisa el autor en comento, ésta garantía encuentra su fundamento en la 

categoría de la precisión, de lo riguroso, de la concretitud de la norma penal. Dicha labor está 

destinada a los legisladores, pues, son ellos quienes precisan de qué conductas deben ser o no 

punibles penalmente. 

Por su parte el profesor Jescheck, (2014), se tiene que: Los tipos penales deben poseer 

una redacción lo más exacta posible que evite la remisión a conceptos extensivos, amenazar 

con consecuencias jurídicas inequívocas y contener tan sólo marcos penales de envergadura 

limitada, (p. 201). En otras palabras, el contenido de la norma penal, ha de ser lo más preciso, 

exacto a la realidad que se pretende tutelar. La característica que establece ésta garantía es 

imponer al legislador que promulgue normas claras, de fácil comprensión, el mismo que, le 

permitirá al ciudadano identificar si la conducta que realiza se enmarca dentro de los 

parámetros de lo permitido o de lo prohibido. 

A decir del profesor García (2019), La función de garantía del mandato de certeza 

encuentra mejor explicación en una comprensión restabilizadora del Derecho penal, (p. 

149). Se percibe de lo dicho, una tendencia puramente normativa de los fines del derecho penal. 

Ahora bien, sobre el particular ya nuestra Corte Suprema se ha pronunciado en el 

sentido siguiente:  

La garantía de lex certa impone al legislador la obligación de formular de manera clara 

y precisa las conductas que decide tipificar, esto es, la ley penal no debe dar lugar a 

ambigüedades al momento de su aplicación, evitando la actuación arbitraria del 

juzgador. En esa línea [l]os tipos penales han de redactarse con la mayor exactitud 
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posible, evitando los conceptos clásicos, recoger las inequívocas consecuencias 

jurídicas y prever solo marcos penales de alcances limitados. Casación N.° 456-2012, 

Del Santa. fundamento 2.3.1.1. 

Según los jueces de la Corte Suprema, la garantía de ley cierta, ha de estar debidamente 

redactada, que sea lo más posiblemente comprensible de las conductas prohibidas y 

merecedoras de sanciones penales, evitando con ello, posibles divagaciones y ambigüedades 

conceptuales. 

Ahora bien, según el profesor Caro, (2013), esta garantía contiene dos exigencias las 

mismas que están dirigidas al Poder Legislativo: En primer lugar, le prohíbe crear tipos 

penales extremadamente abiertos en los cuales la conducta criminal, la menos en su esencia, 

no puedan ser determinada con la norma pena, (p. 120). Tal como lo precisa el autor, el 

legislador ha de evitar en la medida de lo posible la creación de normas penales de tipo abierto, 

que nos remitan a otras normas extrapenales, las mismas que evitan serias dificultades en la 

comprensión de la norma penal. 

Caro, (2013), describe que, En segundo lugar, le impone el deber de procurar que el 

lenguaje utilizado en la norma pueda ser comprendido por un ciudadano medio, (p. 120). En 

torno a este punto, el autor peruano menciona que, el legislador ha de evitar el empleo de 

términos lo más abstractos o altamente especializados, en su lugar, ha de usar palabras de uso 

común por la gran mayoría de personas. 

Un punto a tomar en cuenta es la ya conocida normas penales en blanco, las mismas 

que se fundamentan en el carácter flexible del mandato de determinación. Así las cosas, la 

norma penal en blanco posee todas las características propias de una norma penal, lo único que 

lo diferencia, que lo distingue de éstas es que, algunas partes de sus elementos no se haya 

definido en la misma norma, sino que se recurre a normas extrapenales. 
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Estando a lo dicho por Caro, (2013), Existen dos tipos de normas penales en blanco que 

se clasifican en razón del rango legal de donde proviene las normas extrapenales, (p. 121). La 

primera una la ley penal en blanco propia, y, en segundo lugar, la norma penal en blanco 

impropia.  

Según Caro, (2013), ambas consistirían en lo siguiente: 

En el primer caso, se lleva a cabo una remisión a una norma infralegal. Mientras que, 

en el segundo caso, la ley penal en blanco impropia, es aquella que se remite a una 

norma penal de igual rango, es decir, otra norma que tenga el rango y fuerza de Ley. (p. 

121) 

Así se podría decir que, en cuanto a una norma penal en blanco propia, el intérprete ha 

de remitirse a una norma de menor rango que la norma penal; mientras que, en cuanto a la 

norma penal en blanco impropia, la remisión a una norma de la misma jerarquía, como, por 

ejemplo, el Código Civil. 

2.2.1.4. La prohibición de la analogía: lex stricta 

Según lo señalara en su momento los siguientes autores Jescheck; Weigend, (2014): 

El concepto de la prohibición de la analogía, tal y como es utilizado generalmente en el 

uso científico del lenguaje, significa la exclusión de una aplicación del Derecho que va 

más allá del sentido de una norma penal indagado a través de su interpretación. (p. 198) 

De tal manera que, no se puede alegar un contenido distinto del sentido mismo de la 

norma. No se le puede dar un sentido completamente diferente a lo ya expresado del tenor de 

la norma penal. El empleo de la ciencia penal, exige su propio uso de lenguaje, de suerte que, 

ésta ha de ser entendido en su naturalidad. 

A decir del profesor Caro (2013), describe que: 
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La analogía es aquel ejercicio realizado por el intérprete, generalmente el Magistrado, 

a través del cual él, sin ser originalmente competente para la creación de una norma, 

crea una norma. Para que el Juez pueda aplicar la analogía tiene que darse tres 

condiciones. La primera es que exista un vacío jurídico, es decir, una situación que el 

Derecho no haya previsto pero que requiera tutela del mismo. Segunda es que exista 

una situación jurídica similar que sí tenga un respaldo normativo. La tercera es que la 

norma creada no restrinja derechos individuales, sino los amplíe. (p. 127) 

Como se puede apreciar de lo esbozado, la analogía es una actividad destinada a los 

jueces a fin de resolver un caso concreto. Que, ante una errónea o incorrecta regulación de la 

norma penal, lleva a cabo su empleo, con el objeto de cumplir con su finalidad, esto es, la de 

administrar justicia. 

Según García, (2019), consiste en: 

También se puede señalar que, la prohibición de analogía le impide al juez realizar una 

mayor generalización de los elementos del tipo penal legalmente configurado, de 

manera que amplíe el ámbito de aplicación de la ley penal para un supuesto concreto. 

(p. 171) 

Según lo señala el autor, la actividad del uso de la analogía trae consigo mismo, un 

efecto positivo, pues, permite que el intérprete amplíe los elementos del tipo penal, con el 

objeto de que su aplicación sea lo más correcto posible. 

En tal sentido, si acaso el juez llegara a realizar una extensión en la interpretación de la 

norma penal y, pretenda crear normas o sanciones, simplemente, nos encontraríamos frente a 

una analogía prohibida. 

Por otro lado, nuestra Constitución regula tal prohibición en su artículo 139°, inciso 9: 

El principio de inaplicabilidad por analogía de la ley penal y de las normas que restrinjan 
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derechos. Dicha norma prohíbe exclusivamente al juez crear, o lo que es lo mismo aplicar vía 

analogía una norma que restrinjan derechos del ciudadano. Asimismo, se tiene lo descrito en 

el artículo III del Título Preliminar del Código Penal, el cual restringe los alcances de la 

analogía: No es permitida la analogía para calificar el hecho como delito o falta, definir un 

estado de peligrosidad o determinar la pena o medida de seguridad que les corresponde. 

Como se puede ver, en primer lugar, la norma Constitucional establece la prohibición 

de la analogía; y, en segundo lugar, el Código Penal, que, bajo los mismos alcances de la norma 

Constitucional, establece que, está prohibida la aplicación, utilización e interpretación de una 

norma que pueda calificar, o considerar un hecho como delito o como falta, así mismo, que 

pueda describir un hecho como merecedora de sanción o de medida de seguridad.  

También se puede señalar que, lo que ambas normas regulan es una prohibición 

absoluta de la analogía, más, sin embargo, la jurisprudencia y doctrina, han establecido que tal 

prohibición es en tanto se perjudique al sujeto, más no en cuanto sea beneficiosa para el sujeto. 

A dicha idea prohibitiva se le conoce con la nomenclatura de analogía in malam parte y, a la 

otra forma de analogía permitida, se le denomina, analogía in bonam parte. 

Así se tiene la siguiente sentencia del Tribunal Constitucional, que explica ambas 

formas de analogía. 

Muy al contrario de lo que sucede en otras áreas del Derecho, donde la analogía es muy 

pertinente en supuestos de satisfacción del principio de igualdad, en el Derecho Penal 

no encuentra asidero alguno en virtud del principio de legalidad penal, salvo que se trate 

de la analogía denominada in bonam partem. Por lo demás, los jueces están impedidos 

de aplicar la analogía con la finalidad de integrar los vacíos de punibilidad que 

presenten los preceptos penales, garantizándose así que éstos no traspasen la letra de la 

ley y, consecuentemente, que creen vía jurisprudencial delito, supuestos de agravación 
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o penal. Exp. N.° 1645-2010- HC/TC. Caso Orrezoli Neyra, fundamento jurídico N.° 

16. Votos singulares. 

Tal como lo precisan los jueces del Tribunal Constitucional, el ámbito de aplicación de 

la analogía está amparada solo en casos penales, sobre todo, cuando éste le es más favorable al 

imputado del ilícito penal. Quedando prohibido la creación de marcos penales a los señores 

jueces, de manera general en casos concretos. 

Asimismo, se tiene la siguiente sentencia casatoria, la cual señala el concepto de la 

presente garantía penal. 

La garantía de lex stricta impone un cierto grado de precisión en la formulación de la 

ley penal y excluye la analogía en cuanto perjudique al reo; exigiéndose que la ley 

determine la forma suficientemente diferenciada las distintas conductas punibles y las 

penas que puedan acarrear. Casación N.° 456-2012, Del Santa. Fundamento 2.3.4.1. 

Estando a lo fundamentado por la Suprema Corte, la garantía de la ley stricta, impone 

a los jueces excluir cualquier forma de analogía que sea aplicada en desmedro al sentenciado, 

más sino, ha de ser empleado en cuanto a su beneficio, por ser una garantía constitucional. 

En tal sentido se puede señalar lo siguiente, siguiendo las ideas del profesor 

Villavicencio, (2006): 

En la aplicación de la ley, se exige determinar cuáles son los supuestos que se hallan 

recogidos por estos, donde no se debe rebasar los límites que la ley determina en la 

adecuación a ciertos supuestos, pues cualquier violación a estos límites implicaría 

contradecir la vigencia de esta garantía. (p.143) 
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Así, se tiene que, la aplicación de la analogía, rebasaría groseramente los aspectos 

importantes de la vigencia de la norma penal, de la violación de ciertas garantías, como lo es, 

el principio de legalidad. 

Según el profesor Caro, (2013): La analogía in malam partem es aquél procedimiento 

realizado por el Magistrado por medio del cual crea una norma penal sustantiva que afecta 

un derecho fundamental, (p.128). Esto es entendido como la afectación al principio de 

legalidad, pues, se deja en potestad del juez crear una norma perjudicial contra el investigado. 

Mientras que, Caro, (2013): En cambio, la analogía in bonam partem, es igualmente un acto de 

integración por el que se crea la norma, pero esta norma no afecta un derecho fundamental sino 

en realidad lo amplía, (p. 128). Así, contrario a lo anterior, por medio ésta el juez que crea una 

norma penal, lo hace en beneficio positivo del investigado. Por tanto, y, según lo prescribe el 

profesor Villavicencio, (2006): Éste punto se puede entender con el siguiente ejemplo: 

interpretación que extienda analógicamente circunstancias atenuantes o causales personales 

de exclusión de la punibilidad, (p.144). Positividad que se traslada al instituto de la 

determinación judicial de la pena. 

Por otro lado, debemos manifestar que, el principio de legalidad se haya regulado, no 

solo por nuestro sistema jurídico nacional, sino también, por normas internacionales, en ese 

sentido, debemos señalar dichas normas internacionales. 

En primer tenemos al Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos que señala lo 

siguiente:  

Artículo 15°: 1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de 

cometerse no fueran delictivas según el derecho nacional o internacional. Tampoco se 

impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si 

con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más 
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leve, el delincuente se beneficiará de ello. 2. Nada de lo dispuesto en este artículo se 

opondrá al juicio ni a la condena de una persona por actos u omisiones que, en el 

momento de cometerse, fueran delictivas según los principios generales del derecho 

reconocidos por la comunidad internacional. 

Artículo que precisa la relevancia del principio de legalidad, a la que, el Estado peruano 

está en la obligación de cumplir, pues, es miembro de dicho sistema internacional. 

También tenemos la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en cuyo 

artículo 9° precisa lo siguiente:  

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse 

no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más 

grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a 

la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente 

se beneficiará de ello. 

Del mismo modo, esta norma internacional señala la importancia del principio de 

legalidad en la persecución del delito. Así mismo, establece criterios de limitación al poder 

punitivo del Estado. 

Debemos señalar que, también se han pronunciado, sobre el principio de legalidad, la 

jurisprudencia internacional, en tal sentido se tiene el pronunciamiento de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, caso García Asto y Ramiréz Rojas vs. Perú. En cuyo 

fundamento jurídico centésimo octagésimo séptimo, señala lo siguiente:  

En un Estado de Derecho, el principio de legalidad preside la actuación de todos los 

órganos del Estado, en sus respectivas competencias, particularmente cuando viene al 

caso el ejercicio de su poder punitivo.  
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En este pequeño, pero profundo fundamento jurídico, se señala las virtudes del principio 

de legalidad, así como, del marco limitante que se le impone al Estado al momento de sancionar 

cualquier conducta ilícita que transgreda bienes jurídicos. 

También se tiene con lo dispuesto por el Estatuto de Roma, en cuyos artículos 22, 23 y 

24, señalan que:  

Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto a menos 

que la conducta que se trate constituya, en el momento en que tiene lugar, un crimen de 

la competencia de la Corte. (…) Quien sea declarado culpable por la Corte únicamente 

podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto. (…) Nadie será penalmente 

responsable de conformidad con el presente Estatuto por una conducta anterior a su 

entrada en vigor. 

Por medio de éste fundamento se tiene que, la conceptualización, la definición del 

principio de legalidad, de lo importante que implica que el Estado promulgue normas antes de 

la comisión de cualquier hecho ilícito. 

Por otro lado, en una reciente Ejecutoria nuestro máximo Tribunal de Justicia se ha 

pronunciado en el sentido siguiente sobre el principio de legalidad. 

Noveno. El sentido originario del reconocimiento del principio de legalidad, tal como 

ha sido establecido en la legislación y jurisprudencia, nacional e internacional, es el de 

ser una salvaguarda para el ciudadano. 9.1. Así, el principio de legalidad es una garantía 

política que tienen todas las personas con capacidad penal, para que no se les persiga ni 

sancione con conductas que no hayan sido descritas de manera clara, previa y taxativa 

en una ley formal. Desde la perspectiva de la sanción, la pena que corresponde imponer 

a quien ha sido declarado responsable de una infracción penal, no debe ser sino la fijada 

en las mismas condiciones. Este es el sentido histórico y liberal del principio de 
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legalidad: los ciudadanos en el ejercicio relativo de su libertad deben ser informados 

previa y claramente sobre qué comportamientos están prohibidos u ordenados y qué 

consecuencias punitivas han de afrontar en caso los realicen o los omitan, según 

corresponda. 9.2. Ahora bien, sin subestimar la importancia del sentido liberal del 

principio de legalidad, es de considerar otra perspectiva adicional de su vigencia, 

relacionada con su arista fundamentalmente procesal: la legalidad, como mensaje 

comunicativo, no solo se circunscribe a la delimitación de lo prohibido y de lo permitido 

y de lo imponible o no imponible como consecuencia punitiva. La legalidad en la 

descripción de la infracción penal y su consecuencia es también un mecanismo 

reforzador de la observancia de la norma (Rule of law). La delimitación normativa que 

hace el legislador tiene por objeto prescribir cuál es el espacio de juego (Der Spielraum) 

dentro del cual los ciudadanos pueden desarrollar sus conductas, en un Estado de 

Derecho; (…). Este sometimiento a la norma es una exigencia de la vida en una 

sociedad democrática. Se extiende no solo a la observancia de una conducta, conforme 

a la norma (prohibitiva o imperativa), sino también al cumplimiento estricto de la 

conminación penal (fijada por el legislador), una vez realizada el juicio de tipicidad. 

Est[e] marco punitivo abstracto es una advertencia a los ciudadanos de las 

consecuencias que deben sufrir si vulneran las normas prohibitivas o imperativas 

(subyacente a los tipos penales). Pero fundamentalmente es un mandato que deben 

observar los órganos de persecución y juzgamiento, según el caso. Esto significa que 

una vez verificada la adecuación de la conducta imputada al tipo penal, se debe fijar la 

pena, conforme a las reglas de la determinación judicial de la pena. (Casación N.° 724- 

2018, Junín, fundamentos 9; 9.1; 9.2.) 

Tal como lo muestra la presente ejecutoria suprema, el principio de legalidad tiene 

como principal propósito, la seguridad jurídica del ciudadano, que éste no sea perseguido por 
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presuntas conjeturas, suspicacias, o por presuntas inferencias, sino, han de ser perseguidos por 

delitos que estén descritos de manera clara, precisa y, sobre todo, que estén previamente dadas. 

Su finalidad es la de evitar actos de vulneración contra la persona.  

En otras palabras, se rescatar de la Casación en mención que, en primer lugar, el 

principio de legalidad es un medio de protección de todo ciudadano que se vea inmerso o no 

en un juicio. Para ello, se requiere que se cumpla con sus garantías propias del principio de 

legalidad, esto es, que las normas sean claras, taxativas y previas. Por otro lado, también resulta 

importante mencionar que, dicha casación se pronuncia sobre su aspecto procesal del principio 

de legalidad, la misma que debe ser entendida como un mecanismo de comunicación entre el 

ciudadano y el poder punitivo del Estado. De tal manera que, todas las normas que revisten 

vinculación con el sujeto, deben estar previamente dadas, y, en ese sentido, deben fijar las 

reglas de juego, esto es, de los mecanismos procesales propios del proceso penal. 

 

2.2.2. Alcances Normativos del Delito de Violación Sexual de Menor de edad 

2.2.2.1. Evolución legislativa del delito de violación sexual de menor se edad 

Empezaremos por describir el periodo evolutivo del delito de violación sexual de 

menores de edad. 

Así tenemos, Violación sexual de menor de catorce años de edad: 

Artículo 173° El que practica el acto sexual u otro análogo con un menor de 14 años, 

será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de siete años, la pena será no menor de 15 años. 

2. Si a víctima tiene de siete años a menos de diez, la pena será no menor de ocho años. 
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3. Si la víctima tiene de diez años a menos de catorce, la pena será no menor de 10 ni 

mayor de quince. 

Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular 

autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su confianza, la pena será 

respectivamente no menor de 25 ni mayor de 30 años, no menor de 20 ni mayor de 25 

años y no menor de 15 ni mayor de 20 años para cada uno de los supuestos previstos en 

los incisos, 1, 2 y 3 del párrafo anterior. (*) 

Artículo que fuera modificado por la ley N.° 27472, norma que ha sido publicado el 5 

de junio de 2001, cuyo tenor es el que sigue: 

Artículo 173°. Violación sexual de menor de catorce años de edad 

El que practica el acto sexual u otro análogo con un menor de catorce años de edad, 

será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de siete años, la pena será no menor de veinte ni mayor de 

veinticinco años. 

2. Si la víctima tiene de siete años a menos de diez, la pena será no menor de quince ni 

mayor de veinte años. 

3. Si la víctima tiene de diez años a menos de catorce, la pena será no menor de diez ni 

mayor de quince años. 

Si la víctima tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular 

autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su confianza, la pena será no 

menor de veinticinco años para los supuestos previstos en incisos 2 y 3 (*). 

Norma que fuere derogado en su momento por el artículo 1 de la Ley N.° 27507. De 

fecha 13 de julio 2001, el cual tiene el siguiente contenido: 
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Artículo 173. Violación de menor de catorce años de edad 

El que practica el acto sexual u otro análogo con un menor de catorce años de edad, 

será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de siete años, la pena será de cadena perpetua. 

2. Si la víctima tiene de siete años a menos de diez, la pena será no menor de veinticinco 

ni mayor de treinta años. 

3. Si la víctima tiene de diez años a menos de catorce, la pena será no menor de veinte 

ni mayor de veinticinco años. 

Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular 

autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su confianza, la pena será no 

menor de treinta años para los supuestos previstos en los incisos 2 y 3 (*). 

Norma que a su vez fuere modificada por el artículo 1 de la Ley N.° 28251, cuya fecha 

de publicación fuera el 8 de junio 2004, siendo su contenido el siguiente: 

Artículo 173° Violación sexual de menor de catorce años de edad. 

El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 

introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con un 

menor de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de siete años, la pena será cadena perpetua. 

2. Si la víctima tiene se siete años a menos de diez años, la pena será no menor de 

veinticinco ni mayor de treinta años. 

3. Si la víctima tiene de diez años a menos de catorce, la pena será no menor de veinte 

ni mayor de veinticinco años. 
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Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular 

autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su confianza, la pena será no 

menor de treinta años por los supuestos previstos en los incisos 2 y 3 (*). 

A su vez ésta norma fue modificada por la Ley N.° 28704 del 5 de abril 2006. Mediante 

su artículo 1° se establece el siguiente contenido: 

Artículo 173° Violación sexual de menor de edad 

El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 

introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con un 

menor de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad, la pena será de cadena perpetua. 

2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena será no menor 

de treinta años, ni mayor de treinta y cinco. 

3. Si la víctima tiene entre catorce años de edad y menos de dieciocho, la pena será no 

menor de veinticinco ni mayor de treinta años. (inciso que fuera declarado 

inconstitucional mediante sentencia recaída en el expediente N.° 00008-2012-PI-

TC, de fecha 24 enero 2013). 

Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular 

autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su confianza, la pena para los 

sucesos previsto en los incisos 2 y 3, será de cadena perpetua. (*). 

Dicha norma fue derogada por la ley N.° 30076, mediante su artículo 1° publicada el 

19 de agosto del 2013, se introdujo el siguiente texto: 

Artículo 173°. Violación sexual de menor de edad 
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El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 

introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con un 

menor de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad la pena será de cadena perpetua. 

2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena será no menor 

de treinta, ni mayor de treinta y cinco. (rectificado por fe de erratas).  

3. En el caso del numeral 2, la pena será de cadena perpetua si el agente tiene cualquier 

posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular autoridad sobre la víctima o le 

impulse a depositar en él su confianza. (1) (2) (3) (4) (5) 

(1) De conformidad con el artículo 2 de la Ley N.° 28704, publicada el 5 abril 2006, no 

procede el indulto ni la conmutación de pena ni el derecho de gracia a los sentenciados 

por los delitos previstos en el presente Artículo. 

(2) De conformidad con el artículo 3 de la Ley N.° 28704, publicada el 5 abril 2006, los 

beneficios penitenciarios de redención de la pena por el trabajo y la educación, semi-

libertad y liberación condicional no son aplicables a los sentenciados por el delito 

previsto en el presente Artículo. 

(3) De conformidad con el numeral 5 del Artículo 1 de la Ley N.° 30794, publicada el 

18 junio, se establece como requisito para ingresar o reingresar a prestar servicios en el 

sector público, que el trabajador no haya sido condenado con sentencia firme, por el 

delito de violación sexual, tipificado en el presente artículo. La citada ley entra en 

vigencia a los noventa (90) días su publicación, con la finalidad de que las entidades de 

la administración pública adecúen su procedimiento de selección de personal para 

incorporar el requisito señalado en el artículo 1 de la citada ley. 
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(4) De conformidad con el artículo 3 de la Ley N.° 30819, publicada el 13 julio 2018, 

en el delito previsto en el presente artículo el juez penal aplica la suspensión y extinción 

de la Patria Potestad conforme con los artículos 75 y 77 del Código de los Niños y 

Adolescentes, según corresponda al momento procesal. Está prohibido, bajo 

responsabilidad, disponer que dicha materia sea resuelta por justicia especializada de 

familia o su equivalente. 

Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley N.° 30838, publicada el 04 agosto 2018, 

cuyo texto es el siguiente: 

Artículo 173. Violación sexual de menor de edad 

El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza cualquier otro acto 

análogo con la introducción de un objeto o parte del cuerpo por alguna de las dos 

primeras vías, con un menor de catorce años, será reprimido con pena de cadena 

perpetua. 

Como hemos podido describir, todas las normas antes citadas han configurado un antes 

y un después del delito de violación sexual de menor de edad. Todas ellas, han descrito en su 

oportunidad, en su tiempo y espacio las virtudes y falencias de dicha norma. De ahora en 

adelante analizaremos el tipo penal del artículo 173° del Código Penal. 

2.2.2.2. Consideraciones generales y el bien jurídico protegido 

Resulta que, en nuestro sistema jurídico penal peruano, el delito de violación sexual de 

menor de edad, es considerado como un delito grave. Esto en el sentido que, dicho delito va 

dirigida en contra de un menor de edad, afectando no solo su normal desarrollo, sino, además, 

afectando su integridad como persona.  

Ahora bien, la imposición de una pena grave en este tipo de comportamientos, encuentra 

su fundamento en los siguientes aspectos: 
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a) La situación de inferioridad en su desarrollo psicosomático. 

b) Desde el punto de vista constitucional, la prevalencia del interés superior del menor. 

En cuanto a la situación de inferioridad en el desarrollo de su estado psicosomático, 

ésta debe ser entendida en primer lugar desde la situación especial que deben recibir dichas 

personas. Así se tiene que: considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, 

necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como 

después del nacimiento, esto según lo establecido en el preámbulo de la Declaración de los 

Derechos del niño. En tal sentido, todos los Estados partes están en la obligación de velar por 

el cumplimiento de dicha norma internacional. Asimismo, dicha descripción debe ser 

interpretada a la luz del artículo 2 de la misma Declaración de los Derechos del niño, cuyo 

tenor es el siguiente:  

Artículo 2°: El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y 

servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda 

desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y 

normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este 

fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño.  

Entiéndase que el interés superior del niño debe ser El principio rector de quienes tienen 

la responsabilidad de su educación y orientación; dicha responsabilidad incumbe, en primer 

término, a sus padres. (Artículo 7° segundo párrafo). 

Por otro lado, debemos definir qué se entiende por niño. Así, se tiene que, según el 

Convenio sobre los derechos del niño. (…) se entiende por niño todo ser humano menor de 

dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes 

la mayoría de edad, (artículo 1° del Convenio sobre los derechos del niño). Pues bien, descrito 

ello, debemos trabajar ahora en qué consiste la inferioridad en el desarrollo psicosomático. 
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Entendemos por ella, como la situación de desarrollo en sus áreas psicológicas, físicas u otros, 

que presenta el menor en su periodo de crecimiento. Tornándose como sujeto vulnerable e 

indefenso. 

En cuanto a la prevalencia del interés superior del menor, se debe entender por ello lo 

siguiente: artículo 2° El interés superior del niño es un derecho, un principio y una norma 

de procedimiento que otorga al niño el derecho a que se considere de manera primordial su 

interés superior en todas las medidas que afecten directa o indirectamente a los niños y 

adolescentes, garantizando sus derechos humanos (Ley N°. 30466). Asimismo, dicha norma 

debe ser interpretada copulativamente con el artículo 3° de la misma norma. Artículo 3° de la 

Ley N°. 30466: Para la consideración primordial del interés superior del niño, de conformidad 

con la Observación General 14, se toman en cuenta los siguientes parámetros:  

1. El carácter universal, indivisible, interdependiente e interrelacionado de los derechos 

del niño. 

2. El reconocimiento de los niños como titulares de derechos. 

3. La naturaleza y el alcance globales de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

4. El respeto, la protección y la realización de todos los derechos reconocidos en la 

Convención sobre los Derechos del Niño. 

5. Los efectos a corto, mediano y largo plazo de las medidas relacionadas con el 

desarrollo del niño a lo largo del tiempo. 

Descrito este punto, debemos concluir que, por tales argumentos el delito de violación 

de menor de edad, resulta muy grave. Ahora bien, dicho delito de violación se menor de edad, 

requiere para su configuración los siguientes elementos objetivos que integran dicho tipo penal. 

a) Que la víctima sea menor de 14 años de edad 
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b) Que se lleve a cabo el acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o introducción de 

objetos o partes del cuerpo por las dos primeras vías. 

2.2.2.3. DESCRIPCIÓN LEGAL 

Artículo 173 del Código Penal: Violación sexual de menor de edad 

El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 

introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con un 

menor de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad la pena será de cadena perpetua. 

2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena será no menor 

de treinta, ni mayor de treinta y cinco años. 

En el caso del numeral 2, la pena será de cadena perpetua si el agente tiene cualquier 

posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular autoridad sobre la víctima o le 

impulse a depositar en él su confianza. 

2.2.2.4. TIPICIDAD OBJETIVA 

2.2.2.4.1. Sujeto activo 

Según el profesor huancaíno Reátegui, (2018): El agente puede ser cualquier persona, 

es decir, se trata de un delito de sujeto activo indeterminado; y aunque el tipo penal no diga 

expresamente se puede tener como autores materiales, (p.176). En otras palabras, pueden ser 

los familiares más cercanos a la víctima, o en ciertos casos incluso a la nueva pareja de la mamá 

2.2.2.4.2. Sujeto pasivo 

El sujeto pasivo en los delitos de violación sexual, principalmente en lo concerniente a 

éste tipo penal, es el menor de 14 años de edad, sea éste varón o mujer, la norma no lleva a 

cabo ninguna discriminación. 
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2.2.2.4.3. Conducta típica 

La norma penal hace especial mención al señalar que, el delito de violación sexual de 

menor de edad se comete en el sentido siguiente: (…) el que tiene acceso carnal por vía vaginal, 

anal o bucal o realiza actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de 

las dos primeras vías (…). Según Salinas, (2018), se puede considerar lo siguiente: para la 

verificación de éste tipo penal, no se necesita que el agente actúe haciendo uso de la 

violencia, la intimidación, la inconsciencia o el engaño, (p. 1023). De modo que, cualquier 

tipo o forma que permita llevar a cabo al agente es aceptable, sin ser necesariamente lo 

importante, las otras formas descritas por la norma penal. En tal sentido, da lo mismo si el 

hecho se comete o no con violencia o amenaza, lo único que hay que establecer es la edad 

cronológica de la víctima. 

2.2.2.4.4. Bien jurídico protegido 

Según reiteradas jurisprudencias de la Corte Suprema de la República del Perú, el bien 

jurídico en éste tipo de delitos es la indemnidad sexual. Así lo señala, por ejemplo, la siguiente 

casación: 

4.6. En ese sentido, en los delitos de agresión sexual, el bien jurídico tutelado es la 

indemnidad sexual, cuando el sujeto pasivo no está en condiciones de decidir sobre su 

actividad sexual, siendo así nuestro ordenamiento jurídico –bajo el criterio de 

interpretación sistemático- protege a las personas menores de catorce años de edad e 

incapaces; (…). (Casación N°.  579-2013 Ica. Fundamento 4.6. Ponente: Villa Stein, 

Javier.). 

Por otro lado, en ese mismo sentido se tiene la siguiente ejecutoria suprema. (…) en los 

delitos de agresión sexual, al hablar de indemnidad o intangibilidad sexual, nos referimos 

específicamente a la preservación de la sexualidad de una persona cuando no está en 



72 

 

condiciones de decidir sobre su libertad en tal ámbito, considerando en tal condición nuestro 

ordenamiento jurídico –bajo interpretación sistemático- a las personas menores de catorce 

años. (Casación N°. 49-2011 La Libertad. Fundamento 3.3. Ponente: Salas Arenas.) 

Por último, también se tiene el siguiente Acuerdo Plenario 1-2011/CJ-116, en cuyo 

fundamento décimo sexto, expresa lo siguiente:  

En los atentados contra personas que no pueden consentir jurídicamente, cuando el 

sujeto pasivo es incapaz porque sufre anomalía psíquica, grave alteración de la 

conciencia o retardo mental, o por su minoría de edad, lo protegido no es una inexistente 

libertad de disposición o abstención sexual sino la llamada intangibilidad o 

indemnidad sexual. Se sanciona la actividad en sí misma, aunque exista tolerancia de 

la víctima, lo protegido son las condiciones físicas o psíquicas para el ejercicio sexual 

en libertad. (Acuerdo Plenario N°. 1-2011/CJ-116. Fundamento decimosexto.) 

Así queda establecido que, en lo concerniente al tipo penal de violación sexual de menor 

de edad, esto es, de personas que ostentan las edades cronológicas menores de 14 años, lo que 

se protege es la indemnidad sexual. 

2.2.2.5. Tipicidad subjetiva 

Según lo señala el profesor García, (2019):  

El tipo penal de violación sexual de menor de edad es de comisión dolosa, esto es, el 

dolo estará conformado por la imputación de un nivel de conocimiento tal que le 

permita al autor reconocer suficientemente que su actuación expresa un abierto 

cuestionamiento a la vigencia de la norma penalmente garantizada, de manera que, si 

quiere mantenerse fiel al Derecho, tendrá que desistir de emprender dicha actuación o 

interrumpir dicho emprendimiento. (p. 507) 
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En otras palabras y siguiendo la definición antes anotada, una persona responderá 

penalmente por el delito de violación sexual de menor de edad a título de Dolo, quedando con 

ello excluida su comisión culposa. 

2.2.2.6. Delito de violación sexual a la inversa 

Sobre el particular nuestra máxima instancia jurisdiccional, nos referimos a la Corte 

Suprema, se ha pronunciado en el sentido siguiente, sobre el delito de violación sexual a la 

inversa. 

R.N. N.° 4029-2013, precisa lo siguiente: 

Se debe precisar que si bien [en] el delito de violación sexual de menor de edad y en el 

caso concreto respecto a la violación a la inversa –en tanto fue el agente quien practicó 

el acto sexual vía bucal al menor-, se diría que a primera vista solo se considera autor a 

aquel que accede carnalmente a otro; no obstante, interpretada la norma penal de forma 

teleológica, no puede ser comprendida desde su acepción usual, sino que el plano 

normativo implica un entendimiento distinto una vez que los conceptos son trasladados 

al campo jurídico. En ese sentido, se debe entender que el mensaje no se restringe a que 

no se puede acceder carnalmente a alguien sino también, de involucrarlo en un acto 

sexual, interpretación que no significa una vulneración al principio de legalidad, en la 

medida que se trata de entendimientos normativos sostenidos por la axiología que 

persigue el Derecho Penal […]. […] Se debe tener en cuenta que para la configuración 

del delito de violación sexual de menor de edad, son indiferentes los medios utilizados 

por el autor para la realización del delito (esto es, violencia física, amenaza, engaño, 

etcétera) […]. (R.N. N.° 4029-2013. Fundamentos jurídicos cuarto y quinto). 

Tal como lo establece el Recurso de Nulidad citado, la forma como se materializa el 

delito de violación sexual a la inversa, no se encuentra descrito como un elemento del tipo 
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penal, sino, esta se construye a partir de datos dogmáticos, de tal manera que su comisión 

vendría a ser tal como lo cita el caso en mención, cuando al agente activo lleva a cabo la 

introducción del miembro del menor a su boca, con el objeto de practicarle actos sexuales. 

Por otro lado, resulta importante hacer la siguiente cita: 

Asimismo, se tiene la siguiente ejecutoria suprema que se pronuncia en el mismo 

sentido: 

Como se puede advertir, existe línea jurisprudencial en el sentido de interpretar que la 

práctica sexual de la felación activa en menor de edad –esto es, la conducta del agente 

consistente en introducir en su cavidad bucal el pene del menor- constituye delito de 

violación sexual de menor de edad. Para el Acceso carnal vía bucal sin que medie 

violencia o amenaza –una de sus modalidades de delito de violación sexual de menor 

de edad prevista expresamente en el artículo ciento setenta y tres del Código Penal-, si 

bien resulta indispensable la utilización del órgano sexual humano, la conducta no se 

configura únicamente cuando el agente –sujeto activo del delito- introduce su miembro 

viril en la cavidad bucal del menor (felación pasiva). El sentido normativo-valorativo 

del referido ilícito penal permite que el mismo se configure también cuando el agente 

introduce en su propia cavidad bucal el órgano sexual de la víctima. No debe soslayarse 

que mediante la modalidad delictiva de violación sexual de menor de edad en referencia 

se sanciona a quien tiene acceso carnal por vía bucal con un menor de edad, de lo cual 

se observa que para la configuración de la referida conducta delictiva los medios 

resultan indeterminados, pudiendo ser uno de los mismos la propia cavidad bucal del 

sujeto activo del delito. Esta interpretación guarda consonancia con el bien jurídico 

protegido en el delito de violación sexual de menor de edad inferior a catorce años, esto 

es, la llamada intangibilidad o indemnidad sexual, ello en tanto que se sanciona la 
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actividad sexual en sí misma, aunque exista tolerancia de la víctima, siendo lo protegido 

las condiciones físicas o psíquicas para el ejercicio sexual en libertad. (R.N. N.° 189-

2017, Junín. Ponente: Sequeiros Vargas. Fundamento 3.10.) 

En este caso se concreta el acto carnal vía bucal, según el cual, el agente activo introduce 

la parte de pene del menor en su boca, con el fin de llevar a cabo la ejecución del acto ilícito, 

tal acto se puede dar sin amenaza o violencia. 

Bajo las mismas apreciaciones dogmáticas, también se tiene la siguiente resolución 

expedida por la Segunda Sala Penal Liquidadora de Junín. 

La conducta desplegada por (…), y que ha sido aceptado, en el extremo del delito de 

violación sexual, y que según la defensa sería solo actos contra el pudor, consistente en 

los actos de sexo por vía oral, donde el acusado les ha besado e introducido en su boca 

el pene de los menores agraviados, a criterio de este colegiado, si constituye delito de 

violación sexual, debido a que se ha realizado la conducta descrita en el tipo penal del 

artículo 173 del Código Penal, porque el sujeto activo a tenido acceso carnal por vía 

oral con los menores agraviados, analógicamente, lo que se conoce en la doctrina como 

violación a la inversa, esto es que lo común de este tipo de violación sexual por vía 

oral, es que el sujeto activo sea quien practique introduzca su pene en la boca de su 

víctima, pero en una situación a la inversa, es decir, como en el presente caso, cuando 

el sujeto activo hace que le pene de su víctima sea introducida en su boca, donde 

obviamente se produce un acceso carnal, que configura este delito. Al respecto tenemos 

un ejemplo más aun, cuando una conducta así descrita puede tener por sujeto activo a 

un hombre (homosexual) que obliga a otro hombre a que lo penetre (…). (Exp. N.° 106-

2015-01-SP-PE-02. Director de debates: Arias Alfaro. Fundamento quinto.) 
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A modo de conclusión sobre este caso, la sala describe detalladamente la forma de 

realización del delito de violación a la inversa, algo que, como hemos visto líneas arriba va 

contra la indemnidad sexual del menor. Como se puede ver, para nuestro sistema jurídico dicho 

comportamiento de llevar el miembro de la víctima a la boca del sujeto activo, sí constituye 

delito de violación sexual de menor de edad, toda vez que, existe una afectación a la 

indemnidad sexual del menor.  

Dicho argumento, a nuestro entender debe ser refutado, pues consideramos que, con 

dicha subsunción se vulnera el principio de legalidad. Dicho criterio será evaluado y 

desarrollado en nuestro aporte. 

2.3. MARCO CONCEPTUAL 

1. Acceso carnal: Equivale al acoplamiento sexual de dos personas, una 

necesariamente hombre, con penetración de su órgano genital por una de las vías indicadas: 

vagina, ano, boca. (Reátegui, 2018, p. 181) 

2. Acceso carnal vía bucal: El legislador ha equiparado la gravedad de obligar a una 

relación sexual vía vaginal o anal con la conducta de imponer a una persona –o a un menor de 

edad- a practicar el sexo oral, puesto que en ambos casos importa una vulneración intensa de 

su libertad sexual y su facultad de autodeterminarse –o de su indemnidad sexual (…). (Casación 

N°. 14-2009.) 

3. Acceso carnal vía anal: Tanto desde la perspectiva biológica –penetración por vía 

vaginal- como desde la perspectiva normativa, penetración anal y bucal-, supone 

necesariamente la intervención del órgano sexual masculino, (San Martin, p. 216) 

4. Acceso carnal vía vaginal: Tanto desde la perspectiva biológica –penetración por 

vía vaginal- como desde la perspectiva normativa, penetración anal y bucal-, supone 

necesariamente la intervención del órgano sexual masculino, (San Martin, p. 216) 
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5. Actos análogos: Importa, de un lado, la introducción de objetos, sucedáneos del 

órgano sexual masculino –que sean capaces de ser utilizados con propósitos sexuales-; y de 

otro lado, de partes del cuerpo –aquellos que tiene posibilidades anatómicas de ser introducidas, 

de modo penetrante, dentro de las cavidades vaginal o anal (dedos, manos, pies, codos, 

rodillas). (San Martin. p. 216) 

6. Indemnidad sexual: Está orientado a salvaguardar el libre desenvolvimiento del 

derecho del menor a la libertad sexual del adolescente, puesto que cuenta con las condiciones 

mínimas (físicas y síquicas) para ejercerla, (R. N. N.° 897-2012 Lima) 

7. Ley previa: Se manifiesta en la prohibición de la aplicación retroactiva de la ley 

penal, esto es, para que una conducta pueda sancionarse como delictiva, la misma debe estar 

prevista como delito anterioridad a su realización; en tal sentido, la ley penal creadora de delitos 

solo tiene efectos ex nunc (desde el momento en que se crea hacia el futuro; por regla general 

hasta que sea derogada), pero no ex tunc (retrotrayendo sus efectos a acciones anteriores). […] 

Con dicha garantía se restringe también la aplicación de consecuencias jurídicas que no hayan 

estado previstas con anterioridad a la comisión del delito y que agraven la situación jurídica 

del imputado. […]. (Casación N.° 456-2012-Del Santa) 

8. Mandato de taxatividad: Esto es lo que se conoce como el mandato de 

determinación, que prohíbe la promulgación de leyes penales indeterminadas, y constituye una 

exigencia expresa en nuestro texto constitucional al requerir el literal d del inciso 24) del 

artículo 2° de la Constitución que la tipificación precia de la ilicitud penal sea expresa e 

inequívoca. El principio de determinación del supuesto de hecho previsto en la Ley es una 

prescripción dirigida al legislador para que éste dote de significado unívoco y preciso al tipo 

penal, de tal forma que la actividad de subsunción del hecho en la norma sea verificable con 

relativa certidumbre. (Exp. N.° 010-2002-AI/TC. Fundamento 45 y 46.) 
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9. Principio de legalidad: La garantía material específica del principio de legalidad, 

en materia sancionadora, impide que se pueda atribuir la comisión de una falta su esta no está 

previamente determinada en la ley, y también prohíbe que se pueda aplicar una sanción si esta 

no está también determinada por la ley. El principio de legalidad impone tres exigencias 

concurrentes: la existencia de una ley (lex scripta), que la ley sea anterior al hecho sancionado 

(lex previa), y que la ley describa un supuesto de hecho estrictamente determinado (lex certa). 

Entonces el principio de legalidad penal se configura como un principio, pero también como 

un derecho subjetivo constitucional de todos los ciudadanos, ya que protege el derecho de no 

ser sancionado por supuestos no previstos en forma clara e inequívoca en una norma jurídica. 

(Casación N.° 11-2007- La Libertad. Fundamento tercero) 

10. Prohibición de analogía: La analogía es aquel ejercicio realizado por el intérprete, 

generalmente el Magistrado, a través del cual él, sin ser el originalmente competente para la 

creación de una norma, crea una norma. Para que el Juez pueda aplicar la analogía tiene que 

darse tres condiciones. La primera es que exista vacío jurídico, es decir, una situación que el 

Derecho no haya previsto pero que requiera tutela del mismo. La segunda es que exista una 

situación jurídica similar que sí tenga un respaldo normativo. La tercer es que la norma creada 

no restrinja derechos individuales, sino los amplíe. (Caro, 2013, p. 127) 

11. Reserva de ley: La garantía de la reserva de la ley impide que la expectativa 

normativa y la pena se generen a través de otros tipos de fuentes del derecho como la 

jurisprudencia, la doctrina o la costumbre. Incluso tampoco es posible crear expectativas 

penales a través de normas distintas a la ley o el decreto legislativo. (Caro, 2013. p. 115) 

12. Violación sexual: La violación sexual es un tipo particular de agresión que, en 

general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el 

agresor o los agresores y que dada su naturaleza no puede esperarse la existencia de pruebas 
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gráficas o documentales, por lo que la declaración de la víctima constituye una prueba 

fundamental sobre el hecho. (Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Fernández 

Ortega y otros vs. México. Sentencia de 30 de agosto de 2010, párr. 100.) 

13. Violación a la inversa: Se debe precisar que si bien [en] el delito de violación de 

menor de edad y en el caso concreto respecto a la violación a la inversa –en tanto fue el agente 

quien practicó el acto sexual vía bucal al menor-, se diría que a primera vista solo se considera 

autor a aquel que accede carnalmente a otro; no obstante, interpretada la norma penal de forma 

teleológica, no puede ser comprendida desde su acepción usual, sino que el plano normativo 

implica un entendimiento distinto una vez que los conceptos son trasladados al campo jurídico 

(…). (R. N. N° 4029-2013. Fundamento 4 y 5) 
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CAPÍTULO III 

HIPÓTESIS 

 

3.1. HIPÓTESIS GENERAL  

La violación sexual a la inversa colisiona positivamente y significativamente con el principio 

de legalidad que constituye una garantía constitucional, en las sentencias lo mencionan sin 

motivación alguna ella permite que, el procesado por el delito de violación sexual a la inversa 

sea condenado, esto es, cierta, concreta, clara. 

 

3.2. HIPÓTESIS ESPECÍFICAS 

1. La no aplicación del principio de legalidad penal en la segunda sala penal de Junín Dado 

que, se aplique el principio de legalidad penal como fundamento jurídico, no lo 

prefieren fundamentar por estar contra el derecho del menor. 

2. Dado que, la falta de tipificación del delito de violación a la inversa como hecho 

criminalmente relevante, es probable que ella influya en la expedición de sentencias 

penales condenatorias de manera negativa, pues, consideramos que contraviene el 

principio de legalidad. Esto es, si una conducta no está regulada como delito, se toma 

que está permitido. 

 

3.3. VARIABLES 

3.3.1. Identificación de variables 

Variable independiente 

- Aplicación del principio de legalidad: Nadie será procesado ni condenado por acto u 

omisión que al tiempo de cometerse no está previamente calificado en la ley, de manera 
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expresa e inequívoca, como infracción punible, ni sancionado con pena prevista en la ley. 

(Artículo 2, numeral 20, inciso d de la Constitución Política del Estado. Artículo que debe ser 

complementado con el principio de reserva de la ley, la cual se encuentra tipificado en el 

artículo 2, numeral 24, inciso a de nuestra Constitución) 

Variable dependiente 

-Fundamentación de sentencias condenatorias: Las sentencias penales condenatorias están 

sujetas a lo estipulado o prescrito por el artículo 394 y 399° del Código Procesal Penal. 

(Artículo 394 del Código Procesal Penal: La sentencia contendrá: (…). 2. La enunciación de 

los hechos y circunstancias objeto de la acusación, las pretensiones penales y civiles 

introducidas en el juicio (…). 3. La motivación clara, lógica y completa de cada uno de los 

hechos y circunstancias que se dan por probadas o improbadas, y la valoración de la prueba 

que la sustenta (…). 4. Los fundamentos de derecho, con precisión de las razones legales, 

jurisprudenciales o doctrinales que sirvan para calificar jurídicamente los hechos y sus 

circunstancias, y para fundar el fallo. (…). Artículo 399 del Código Procesal Penal: 1. La 

sentencia condenatoria fijará, con precisión las penas o medidas de seguridad que correspondan 

y, en su caso la alternativa a la pena privativa de la libertad y las obligaciones que deberán 

cumplir el condenado. Si se impone pena privativa de la libertad efectiva, para los efectos del 

cómputo se descontará, de ser el caso, el tiempo de detención, de prisión preventiva y de 

detención domiciliaria que hubiera cumplido […]. 2. En las penas o medidas de seguridad se 

fijará provisionalmente la fecha en que la condena finaliza, descontando los periodos de 

detención o prisión preventiva cumplidos por el condenado. Se fijará, asimismo, el plazo dentro 

del cual se deberá pagar la multa. […]) 
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3.3.2. Operacionalización de variables 

V. Independiente Definición Dimensión Indicadores Escala de 

medición 

Aplicación del 

principio de 

legalidad  

Es entendida 

como un 

principio 

constitucional, 

por el cual, se 

crea una norma, 

una sanción, 

con la finalidad 

de garantizar 

los derechos 

fundamentales 

de las personas. 

 

 

legalidad 

 

 

- Lex 

praevia 

- Lex stricta 

- Lex certa 

- Lex scripta 

 

 

NOMINAL 

V. Dependiente Definición Dimensión Indicadores Escala de 

medición 

Fundamentación 

de sentencias 

condenatorias 

Constituye una 

decisión 

judicial, por el 

cual, se impone 

una sanción a 

una persona 

encontrada 

responsable 

penalmente. 

 

 

Sentencias 

- Motivación 

interna 

- Motivación 

externa 

 

 

NOMINAL 
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CAPÍTULO IV 

METODOLOGÍA 

 

4.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 

4.1.1. Métodos generales de la investigación 

Método deductivo 

Según los autores Arazamendi & Humpiri, (2021), se ha de entender al método 

deductivo bajo los siguientes términos: 

Deducción es el proceso de razonamiento que parte de un marco general (que sirve de 

referencia) para establecer verdades particulares, en otros términos, parte de 

proposiciones o premisas generales para deducir conclusiones específicas contenidas 

específicamente en dicha situación general. (…). Este método bastante usual en el 

Derecho permite inferir de una norma general la aplicación a casos o situaciones 

específicas, prevalece el principio de la generalidad de la ley y a la aplicación al caso 

concreto. (p. 35) 

Atendiendo a lo conceptualizado por los autores en mención, por medio del método 

deductivo, el investigador parte de casos generales para arribar a datos particulares, esto para 

establecer la importancia de la investigación. 

Método inductivo 

Sobre este punto debemos decir que: según el profesor Ramos, (2018), Busca de esta 

manera que se traten primero los casos y que se lleguen a generalizaciones teóricas después, 

(p. 59). En otras palabras, el investigador inicia sus reflexiones tomando en cuenta los casos 

concretos, para posteriormente ser propuestos como una generalidad. Al caso concreto se inició 
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la investigación con el estudio de un caso en particular, en donde se ha sancionado por el delito 

de violación a la inversa, concepto acuñado dogmáticamente. 

Método analítico-sintético 

Según Rodríguez y Pérez, (2017) Es un procedimiento lógico que posibilita 

descomponer mentalmente un todo en sus partes y cualidades, en sus múltiples relaciones, 

propiedades y componentes, (p. 8). Esto en cuanto al método analítico, pues, tal como se nos 

ha presentado, se fundamenta en la fracturación del objeto de estudio. 

Por su parte el método sintético es visto como, esto según Rodríguez y Pérez, (2017): 

Es la operación inversa, que establece mentalmente la unión o combinación de las partes 

previamente analizadas y posibilita descubrir relaciones y características generales 

entre los elementos de la realidad. Funciona sobre la base de la generalización de 

algunas características definidas a partir del análisis. Debe contener solo aquello 

estrictamente necesario para comprender lo que se sintetiza. (p. 9) 

Pues bien, tal como lo ha mencionado el autor, por medio de este método se lleva a 

cabo la reunión de las partes, la unificación de los elementos de investigación. Aplicado a 

nuestra investigación, este método nos ofrece la posibilidad de comenzar estructuralmente 

nuestra investigación a partir de los alcances constitucionales. De saber la importancia que 

tiene el principio de legalidad dentro del derecho penal. 

4.1.2. Métodos particulares de la investigación 

Exegético 

A decir del profesor Ramos, (2007) se puede decir que: 

El método exegético constituye el estudio lineal de las normas tal como ellas aparecen 

dispuestas en el texto legislativo. El método parte de la convicción de un ordenamiento 
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plano, cerrado sin lagunas. Es, pues, un culto a la ley positiva, producto de la 

codificación. La exégesis no modifica el orden de los códigos o de las leyes objeto de 

comentario: por el contrario, respeta escrupulosamente los textos legales. (p. 109) 

Dicho método nos permite saber cuál es el sentido de la norma jurídica, en el caso en 

particular, cuál es el sentido que le quiso atribuir el legislador a los delitos de violación sexual 

de menores de edad. 

Dogmático 

Estando a lo antes, debemos ahora definir qué se entiende por el método dogmático, a 

fin de ello, debemos citar al autor Ramos, (2007), para quien es visto como: 

Es esencialmente un trabajo de orden lógico que parte del supuesto de que las normas 

jurídicas son el producto de una elaboración conceptual y que aparecen expresadas en 

términos conceptuales, y, como tales, han de reconstruirse y entenderse. Tarea de la 

técnica jurídica es, asimismo, la investigación de los principios generales y de los 

denominados dogmas jurídicos, es decir, los principios técnicos explicativos de los 

singulares institutos jurídicos. (p. 112) 

Según lo mencionado, por medio de este método se lleva a cabo la interpretación de la 

norma penal, de los trabajos que han publicado los juristas dando sentido a la norma penal, 

según la corriente jurídico-penal que profesan. 

4.2. Tipo de investigación 

El tipo de investigación es APLICADA, toda vez que, ella permite tomar los 

conocimientos dados en la vida práctica. En otras palabras, lo que se busca es obtener y 

recopilar información sobre la aplicación del principio de legalidad como fundamento de 

sentencias condenatorias recaídas en el delito de violación sexual a la inversa. 
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4.3. Nivel de investigación 

Sobre el particular debemos decir que, estamos frente al Nivel Explicativo, el mismo 

que según del Ríos, (2017), Esta investigación tiene relación causal, pues no sólo persigue 

describir o acercarse a un problema, sino que intenta encontrar las causas del mismo, (p. 103). 

Así las cosas, nuestra investigación presenta una causa y busca saber cuáles son los efectos de 

ir en contra del principio de legalidad. 

4.4. Diseño de la investigación 

Para los efectos de la presente tesis, estamos frente a tipo de diseño NO Experimental 

transaccional. El cual, según Días, (2007), es definido como: Son aquellos diseños propios 

para determinar y conocer las causas, factores o variables que generan situaciones 

problemáticas dentro de un determinado contexto social, (Días, 2007, p.72). Así se tiene 

que, el investigador busca saber cuáles son las causas que explican un determinado fenómeno.  

4.5. POBLACIÓN Y MUESTRA 

4.5.1. Población 

En palabras de Sánchez, (2019), Entendemos por población de estudio al conjunto de 

individuos que la investigación considera en su plan de investigación, (p. 56). En otras 

palabras, se puede decir que, por población debemos entender la cantidad que compone un 

campo u objeto de investigación, así, para la presente tesis la población está conformada por 1 

sentencia penal condenatorias expedidas por la Segunda Sala Penal Liquidadora de Huancayo, 

durante el año 2018. 

4.5.2. Muestra 

Según el profesor Ríos, (2017), se puede decir que: …Se llama muestra a una parte 

finita de la población a estudiar que sirve para representarla, (p. 106). En otras palabras, por 

muestra debemos entender una parte del conjunto de nuestra investigación. Dada la escasa 
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población, nuestra muestra está conformada por la misma cantidad, esto es, 1 sentencias 

penales condenatorias. Por tanto, no fue necesario el empleo de la fórmula para hallar tal 

cantidad. 

4.5.3. Técnica de muestreo 

Para la presente tesis, se ha elegido la técnica de muestro no probabilístico intencional, 

el mismo que, a decir Ríos (2017), es definida como sigue: 

Los componentes los elige el investigador de acuerdo con su criterio, sea intencional o 

accidental. La escogencia deliberada o intencional reunirá los componentes que el 

investigador considera típicos de la población. La elección accidental reúne los 

componentes que sean utilizables y aprovechables en el momento. (Ríos, 2017, p.107) 

En otras palabras, por medio de ésta técnica, el investigador lleva a cabo de manera 

arbitraria, bajo ciertos criterios, la elección de la muestra, de la cantidad de la muestra. Ahora 

bien, éste punto de grafica de la siguiente manera: 

SENTENCIA CONDENATORIA CANTIDAD 

Sentencia condenatoria expedida por la 

Sala Penal Liquidadora de Huancayo, 

en el 2018. 

 

1 

 

4.6. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Según propone del profesor Arazamendi, (2015), sobre este punto señala lo siguiente: 

Son técnicas de investigación, los diversos procedimientos metodológicos, estrategias y 

análisis documentales utilizados para acopiar y procesar la información necesaria, (p. 294). 

En otras palabras, el sujeto que investiga, lleva a cabo el diseño de estrategias, procedimiento 
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con el objeto de acopiar información para la elaboración de la investigación. Busca establecer 

una serie de procedimientos que han de ser previamente establecidos. 

Para la presente tesis se llevó a cabo el estudio, el análisis de las sentencias penales 

condenatorias, recaídas en el delito de violación sexual a la inversa. Citamos al profesor 

Arazamendi, (2015), quien establece los alcances de la técnica de recolección de datos: 

Tienen por objeto la aprehensión de datos para el conocimiento sistemático, genérico o 

filosófico del Derecho, cuyo efecto dota al sujeto cognoscente con todas las nociones y 

habilidades atinentes a la búsqueda, individualización y empleo de las fuentes del 

conocimiento jurídico. (pp. 294-295) 

Esto significa que, el investigador realiza el proceso de recojo de contenido, de datos, 

de hechos, con el objeto de establecer un patrón de información, cualidades o elementos que 

ha de contener la investigación. Sobre lo señalado se tiene las siguientes técnicas e instrumentos 

los mismos que fueron empleados en la presente tesis. 

A. Análisis documental: En cuanto a esta técnica e instrumento, se puede decir que, se 

empleó el acopio, la reunión y, recojo de datos, las cuales se encuentran en las resoluciones 

judiciales. Sentencias en las que se examinó el trabajo sobre la figura jurídica de la violación a 

la inversa. 

B. Observación no participante: Este punto es entendida, según palabras del autor 

(Arias, 2006), como:  es la que se realiza cuando el investigador observa de manera neutral 

sin involucrarse en el medio o realidad en la que se realiza el estudio (p. 69). En torno a 

ella se puede colegir que, es el procedimiento observacional que se llevó a cabo, de la 

visualización fáctica de los elementos que componen la investigación. 
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4.7. Técnicas de procesamiento y análisis de datos 

Siguiendo con lo descrito líneas arriba, sobre la técnica de procesamiento y análisis se 

ha de emplear el análisis documental, esto es, se llevará a cabo el estudio de la única sentencia 

que se ha encontrado sobre el delito de violación sexual a la inversa, el mismo que data del año 

2016. 

 

4.8. Aspectos éticos de la investigación 

Dada la exigencia de nuestra casa universitaria, en primer lugar, se ha de cumplido con 

lo dispuesto en el Reglamento General de Investigaciones, en segundo lugar, también se ha de 

concretado en concordancia con lo dispuesto en el Código de Ética, según el cual toda 

investigación ha de cumplir con que rigen toda materialización de la investigación científica. 

De tal manera que, se ha cumplido con los principios dispuestos en dichas normas, estos son: 

se ha dado cumplimiento a la protección de la persona, toda vez que, durante la ejecución de 

la presente tesis, ella ha tenido como objeto de estudio el instituto jurídico de la violación a la 

inversa, en la que no se ha tocada la identidad de la víctima, todo lo contrario, se ha protegido 

su identidad. 

En cuanto al cumplimiento del principio del consentimiento informado, para la 

redacción de la presente tesis, ello no ha sido necesario, pues, no ha estudiado a las personas, 

sino, el instituto jurídico penal del principio de legalidad y sus efectos materiales en el delito 

de violación a la inversa. En cuanto al tercer principio, del beneficio y no maleficencia, se debe 

señalar que, con la elaboración de la presente tesis, no se ha puesto en riesgo ningún derecho 

de la víctima. Por otro lado, también debemos señalar que no se ha atentado contra el medio 

ambiente, puesto que, nuestra investigación no centró en estudio de la naturaleza, ni la flora ni 

la fauna, actuando con ello, con toda responsabilidad, tanto, en el uso de la información como, 
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en respeto de la condición la persona. Confluyendo todo lo antes señalado, en el ofrecimiento 

de datos ciertos, de contenido amparado en el principio de veracidad de la información, tal 

como se adjunta en la presente tesis. 
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CAPÍTULO V 

RESULTADOS 

5.1. DESCRIPCIÓN DE RESULTADOS 

Primera Hipótesis Específica 

La aplicación del principio de legalidad penal como fundamento jurídico influye 

de manera positiva, toda vez que, permite establecer los alcances del tipo penal 

frente a los supuestos de hecho que se dan en un mundo fenomenológico. 

TABLA N.° 1 

De la sentencia condenatoria por el delito de violación sexual a la inversa 

de menor de edad, se lleva a cabo el desarrollo del principio de 

subsunción en la sentencia penal 

 

Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 1 50,0 100,0 100,0 

Perdidos Sistema 1 50,0   

Total 2 100,0   
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GRÁFICO N.° 1. De La Sentencia Condenatoria Por El Delito De Violación Sexual A La 

Inversa De Menor De Edad, Se Lleva A Cabo El Desarrollo Del Principio De Subsunción. 

DESCRIPCIÓN: Del gráfico número uno se tiene que, el 50% de las decisiones 

emitidas por los jueces penales, sí cumplen con el desarrollo del principio de subsunción, esto 

es, que los hechos descritos como delito de violación sexual a la inversa, se subsuman en el 

tipo legal de violación sexual. Cabe mencionar que tales hechos, a la hora de ser subsumidos 

al tipo legal, llevan a cabo una interpretación extensiva. 

TABLA N.° 2.  

De la sentencia condenatoria por el delito de violación sexual a la inversa 

de menor de edad, se desarrolla los elementos del tipo penal 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido NO 1 50,0 100,0 100,0 

Perdidos Sistema 1 50,0   

Total 2 100,0   
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GRÁFICO N.° 2. De La Sentencia Condenatoria Por El Delito De Violación Sexual A La 

Inversa De Menor De Edad Se Desarrolla Los Elementos Del Tipo Penal 

DESCRIPCIÓN: Dado que la cantidad de la muestra resulta insignificante, se tiene 

que, el 100% del objeto analizado no presentan un desarrollo de los elementos del tipo penal, 

esto es, el análisis del tipo objetivo, subjetivo. No obstante, ello, de que se expide una sentencia 

condenatoria. 

TABLA N.° 3 

La no taxatividad del tipo penal del delito de violación sexual a la inversa 

sobre menor de edad, es materia de pronunciamiento de parte de los 

jueces en la sentencia penal 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido NO 1 50,0 100,0 100,0 

Perdidos Sistema 1 50,0   

Total 2 100,0   
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GRÁFICO N.° 3. La no taxatividad del tipo penal del delito de violación sexual a la inversa 

sobre menor de edad, es materia de pronunciamiento de parte de los jueces en la sentencia 

penal. 

DESCRIPCIÓN: Del gráfico en mención se tiene que, el 100% del objeto materia de 

procesamiento no presenta un pronunciamiento de parte de los señores jueces penales. En otras 

palabras, los señores jueces no se pronuncian respecto a si el tipo penal reconoce dentro de su 

estructura la forma comisiva del delito de violación sexual a la inversa. Muy por el contrario, 

se aprecia que, a través de una interpretación extensiva, se llega considerar que sí es posible 

llevar a cabo el delito de violación sexual a la inversa. 

TABLA N.° 4. 

La falta de precisión del delito de violación sexual a la inversa, es materia de 

pronunciamiento de parte de los fiscales 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido Porcentaje acumulado 

Válido NO 1 50,0 100,0 100,0 

Perdidos Sistema 1 50,0 

  

Total 2 100,0   



95 

 

 

 

GRÁFICO N.° 4. La falta de precisión del delito de violación sexual a la inversa, es materia 

de pronunciamiento de parte de los fiscales. 

DESCRIPCIÓN: Del gráfico se tiene que, el 100% de sentencias evaluadas o 

sometidas al análisis, se tiene que, los señores fiscales al momento de formular su 

requerimiento de acusación, no llevan a cabo un pronunciamiento así el delito de violación 

sexual a la inversa se encuentra debidamente tipificada o no. En otras palabras, no llevan a 

cabo el control de legalidad. 

SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

La falta de tipificación del delito de violación a la inversa como hecho 

criminalmente relevante, influye en la expedición de sentencias penales 

condenatorias de manera negativa, pues, consideramos que contraviene el 

principio de legalidad. Esto es, si una conducta no está regulada como delito, se 

toma que está permitido. 
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TABLA N.° 5. 

De la sentencia penal condenatoria, se lleva a cabo un desarrollo 

dogmático sobre el delito de violación sexual a la inversa de menor de 

edad 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 1 50,0 100,0 100,0 

Perdidos Sistema 1 50,0   

Total 2 100,0   

 

 

GRÁFICO N.° 5. De La Sentencia Penal Condenatoria, Se Lleva A Cabo Un Desarrollo 

Dogmático Sobre El Delito De Violación Sexual A La Inversa De Menor De Edad. 

DESCRIPCIÓN: El 100% de las sentencias sometidas a evaluación se tiene que, sí 

han llevado a cabo un desarrollo dogmático sobre el tipo penal de violación sexual a la inversa 

de menor de edad. Más, sin embargo, se debe precisar que, dicho desarrollo dogmático, es 

sumamente escaso, a penas algunas líneas. 
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TABLA N.° 6 

El delito de violación sexual a la inversa ha sido materia de pronunciamiento 

de parte de la Corte Suprema 

 

Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 2 100,0 100,0 100,0 

 

GRÁFICO N.° 6. El Delito De Violación Sexual A La Inversa Ha Sido Materia De 

Pronunciamiento De Parte De La Corte Suprema. 

DESCRIPCIÓN: Del estudio llevado a cabo se ha podido localizar un total de dos 

ejecutorias supremas, la misma que descrito porcentualmente representaría un 100%. Estás 

ejecutorías han sido tomadas en cuenta con un tiempo ascendente a 5 años de antigüedad. 

5.2. Contrastación de hipótesis 

Primera Hipótesis Específica: 

Dado que, se aplique el principio de legalidad penal como fundamento jurídico, el 

probable que ella influya de manera positiva, por cuanto, permite establecer los 
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alcances del tipo penal frente a los supuestos de hecho que se dan en un mundo 

fenomenológico. 

Estando a los resultados obtenidos, cabe precisar lo siguiente, en primer lugar, en torno 

a esta primera hipótesis se ha formulado un total de cuatro preguntas, las mismas que estaban 

dirigidas a la comprobación o disprobación de la misma, de suerte que, ello no permita 

contrastar de manera correcta y racional, pero, sobre todo, metodológica, si nuestra hipótesis 

se da o no en la realidad. Siendo ello así, se tiene lo siguiente: de las cuatro preguntas 

formuladas para probar nuestra hipótesis, las dos primeras preguntas presentan un 100% 

ambas, un resultado afirmativo, esto quiere decir que, los señores jueces sí cumplen con la 

debida subsunción del tipo penal de violación, así mismo, llevan a cabo el desarrollo del mismo 

tipo penal; mientras que, las otras dos preguntas, arrojan un resultado negativo, esto es, sobre 

la pronunciación de la Taxatividad del tipo penal de violación a la inversa, pero del cual, una 

pregunta estaba dirigida a los jueces, y la otra función del fiscal, de tal manera que, se podría 

decir que, sólo el 25% de las dos últimas preguntas, la misma que estaba dirigida al rol del juez, 

nos da resultado negativo. Por tanto, habiendo analizado todos resultados, se tiene que nuestra 

primera hipótesis sí ha sido confirmada, esto, según los dos primeros resultados obtenidos de 

la ejecución de nuestra investigación.  

La aplicación del principio de legalidad, en la administración de justicia juega un papel 

preponderante, pues ofrece seguridad jurídica a los ciudadanos que se encuentren inmersos en 

cualquier tipo de proceso penal. Así mismo, ofrece límites al poder punitivo del Estado en la 

persecución e imposición de sanciones penales a las personas. Respetando los derechos 

fundamentales. De suerte que, con estos resultados queda contrastada nuestra primera 

hipótesis. 
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Segunda Hipótesis Específica: 

Dado que, la falta de tipificación del delito de violación a la inversa como hecho 

criminalmente relevante, es probable que ella influya en la expedición de sentencias 

penales condenatorias de manera negativa, pues, consideramos que contraviene el 

principio de legalidad. Esto es, si una conducta no está regulada como delito, se toma 

que está permitido. 

Ahora bien, en torno a este punto podemos señalar lo siguiente: dada la poca 

trascendencia de los hechos criminales encontrados sobre el particular, esto es, la mínima 

cantidad de resoluciones judiciales encontradas para su evaluación, se tiene que, los jueces 

penales de la Sala Penal de Junín, al momento de emitir sus decisiones judiciales, en materia 

de violación sexual de menor de edad, en forma inversa, esto es, cuando el menor de edad es 

provocado por la persona mayor, quien es el que introduce el miembro del menor a su boca 

para realizarse el delito de violación sexual, no precisan de manera correcta, precisa y concreta 

si se cumple o no el principio de legalidad, tan es así que, se remiten a cuestiones 

interpretativas, para considerar que sí se presenta el tipo penal descrito en la norma penal 

peruana. Sin embargo, de los resultados obtenidos tenemos que, los jueces penales de la Corte 

Superior de Junín, no cumplen con respetar dicho principio constitucional, y, ello se corrobora 

con los gráficos 3 y 4 de la presente tesis, el cual nos describe que no se produce una correcta 

pronunciación sobre la Taxatividad de la norma penal del delito de violación sexual a la inversa, 

por lo que, nuestra hipótesis secundaria ha sido probada, esto es, se ha confirmado, se ha 

contrastado. La no pronunciación, el no desarrollo del principio de Taxatividad de la norma 

penal de parte de los jueces Superiores, consideramos que afecta gravemente el principio de 

legalidad, ya sea en su modalidad de Taxatividad, o de la prohibición de analogía, estamos 

frente a un escenario de grave afectación a dicho principio. Cabe precisar que, no se está a 

favor del criminal que haya cometido tal infracción, no, nuestra posición es clara, mientras no 
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exista una norma clara, precisa que describa la conducta prohibida, se está frente a una 

afectación de orden constitucional, tal como lo es el derecho de presunción de inocencia, del 

debido proceso, entre otros.  

Así las cosas, somos de la idea que, en torno a las dos hipótesis especificas planteadas, 

la primera no ha sido comprobada, mientras que la segunda sí, de tal manera que, se ha 

cumplido con saber el grado de afectación a la garantía constitucional de la seguridad jurídica, 

el mismo que es deber del Estado generar a todos los ciudadanos y, evitar con ello, el poder 

punitivo del mismo. 
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ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

 

PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

Dado que, se aplique el principio de legalidad penal como fundamento jurídico, el 

probable que ella influya de manera positiva, por cuanto, permite establecer los alcances 

del tipo penal frente a los supuestos de hecho que se dan en un mundo fenomenológico. 

Ahora bien, debemos empezar por citar al autor Ayala, (2018), quien señala lo 

siguiente: 

El principio de legalidad penal se ha consagrado en el panorama internacional como un 

auténtico derecho humano y subjetivo habiendo sido reconocido como tal por el artículo 

9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Este precepto ha sido objeto 

de un escueto pero ilustrativo desarrollo jurisprudencial por parte de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (…). (p. 15) 

Tal como lo señala el autor, el principio de legalidad ha trasuntado las fronteras del 

derecho interno, y, ha pasado a ser entendido como un derecho humano, de reconocimiento 

internacional, el mismo que, todo Estado parte ha de cumplir y aplicar vía interpretación o vía 

control de convencionalidad. 

Ahora bien, el mismo autor Ayala, (2018): es de la siguiente idea: 

La Corte ha definido el principio de legalidad como aquel en el cual la creación de 

normas jurídicas de carácter general ha de hacerse de acuerdo con los procedimientos 

y por los órganos establecidos en la Constitución de cada Estado parte, y a él deben 

ajustarse su conducta de manera estricta todas las autoridades públicas. (p. 22) 



102 

 

Estando a lo dicho, se puede decir que, los únicos que son facultados, de acuerdo a la 

división de poderes, para la creación y dación de normas son los representantes del Poder 

Legislativo, claro está, siempre respetando los procedimientos establecidos en los reglamentos, 

caso contrario, estaríamos frente a normas deslegitimadas. Dichas normas, han de ser 

cumplidas por toda la sociedad, según ya se ha precisado. 

De tal manera que, están en la obligación de cumplir y aplicar los alcances del principio 

de legalidad todas las autoridades, sin dañar o mellar los derechos fundamentales de las 

personas. Más aún, si se entiende que el principio de legalidad ha sido reconocido como un 

derecho fundamental que ostenta toda persona por su sola condición de tal. 

En dicho sentido, también es apropiado mencionar de qué manera se ha pronunciado el 

Tribunal Constitucional, sobre la importancia del principio de legalidad.  

Este tribunal considera que el principio de legalidad penal se configura también como 

un derecho subjetivo constitucional de todos los ciudadanos. Como principio 

constitucional, informa y limita los márgenes de actuación de los que Dispone el Poder 

Legislativo al momento de determinar cuáles son las conductas prohibidas, así como 

sus respectivas sanciones; tanto que, en su dimensión de derecho subjetivo 

constitucional, garantiza a toda persona sometida a un proceso o procedimiento 

sancionatorio que lo prohibido se encuentre en una norma previa, estricta y escrita, y 

también que la sanción se encuentre contemplada previamente en una norma jurídica. 

(Exp. N.° 3644-2015-PHC/TC. Caso Óscar Llantoy Gutiérrez. Fundamento 8.) 

Como se pude apreciar, tanto la Corte Internacional como el Tribunal Constitucional 

consideran al principio de legalidad como un derecho fundamental, en tal sentido, ésta debe ser 

respetada e invocada por los funcionarios públicos. 
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Por otro lado, el principio de legalidad se haya reconocido por el artículo 2° inciso 24 

literal  d, según la cual: Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo 

de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como 

infracción punible, ni sancionado con pena no prevista en la ley. Asimismo, también se 

encuentra regulado en el artículo II del Título Preliminar del Código Penal. Nadie será 

sancionado por un acto no previsto como delito o falta por la ley vigente al momento de su 

comisión, ni sometido a pena o medida de seguridad que no se encuentren establecidas en 

ella. Sobre dicho principio también se tiene algunas jurisprudencias que describen su 

importancia. 

El Tribunal Constitucional, ha sostenido que el principio de legalidad exige que por ley 

se establezcan los delitos, así como la delimitación previa y clara de las conductas 

prohibidas; y, como tal garantiza la prohibición de la aplicación retroactiva de la ley 

penal (lex praevia), la prohibición de la aplicación de otro derecho que no sea el escrito 

(lex scripta), la prohibición de la analogía (lex stricta) y de las cláusulas legales 

indeterminadas (lex certa). La exigencia de la ley previa –lex praevia- impide que las 

leyes penales puedan aplicarse retroactivamente, para castigar como delito una 

conducta anterior a la entrada en vigencia de la ley penal o para imponer una pena no 

prevista en dicha ley, con anterioridad a la realización del delito; con excepción de la 

retroactividad benigna. Por su parte, la llamada reserva de ley –lex scripta-, establece 

que solamente por ley se pueden crear delitos y establecer penas; mientras que el 

mandato de certeza o determinación –lex certa- impone al legislador, el deber de 

precisar en la ley penal todos los presupuestos que configuran la conducta penal 

sancionada y la pena aplicable. Por último, el principio de legalidad –en su vertiente de 

lex stricta-, impide que el juzgador recurra a la analogía in malam partem, para 

sancionar una conducta; tal como lo dispone el artículo 139° inciso 9 de la Constitución 
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Política y el artículo III del Título Preliminar del Código Penal. (Casación N.° 92-2017. 

Arequipa. Fundamento trigésimo quinto). 

Según lo ha señalado la Corte Suprema, el principio de legalidad ha reconocido como 

un derecho fundamental, el cual, todos están obligados a cumplirlo, dicho principio reconoce 

a los ciudadanos ser procesados, investigados, sentenciados y hallados responsable penalmente 

e impuestos con una sanción, que previamente las normas penales deben ser promulgadas, en 

dicha norma se ha precisar de manera clara y entendible, las conductas prohibidas. 

Ahora bien, hecho la descripción internacional, local y jurisprudencia del principio de 

legalidad, es necesario llevar a cabo una pequeña fundamentación dogmática del principio de 

legalidad a fin de contrastar con nuestra hipótesis. 

Según Roxin, (2009), se tiene que: un Estado de derecho debe proteger al individuo no 

sólo mediante el Derecho penal, sino también del Derecho penal, (p. 137). De tal manera que, 

el principal violador de dicha garantía suele ser, en no muchos casos el mismo Estado, y en 

otros, el uso abusivo y desmedido del Derecho penal. Frente a ese suceso hace su aparición del 

principio de legalidad, el cual protegerá y limitará el ejercicio desproporcional del principio de 

legalidad. 

Según el profesor alemán Roxin, (2009): El principio de legalidad, que ahora vamos a 

exponer, sirve para evitar una punición arbitraria y no calculable sin ley o basada en una ley 

imprecisa o retroactiva, (p.137). En tal sentido, solamente se podrá castigar un 

comportamiento, en tanto, ésta se encuentre regulada de manera expresa por la ley penal y, se 

impondrá una pena o medida de protección en tanto, la misma se encuentre establecido en la 

norma.  

Para Roxin, (2009): Por mucho que una conducta sea en alto grado socialmente 

nociva y reveladora de necesidad penal, el Estado sólo podrá tomarla como motivo de 
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sanción jurídico-penales si antes lo ha advertido expresamente en la ley, (p. 137). Siendo 

ello así, las normas penales juegan un papel importante para el Estado, y les asegura 

legitimidad, pues, al dar normas penales que sancionadas alguna conducta nociva para la 

existencia de las personas y de la sociedad en conjunto, éstas deben ser dada con antelación, es 

decir, deben dar su existencia a tales prohibiciones con el nacimiento de la ley penal. 

Pues bien, el principio de legalidad presenta cuatro consecuencias o formas en las que 

se presenta en la norma penal. 

i. La prohibición de analogía: 

Según Roxin, (2009): Analogía es trasladar una regla jurídica a otro caso no 

regulado en la ley por vía de argumento de la semejanza (de los casos), (p. 140). Esto es, 

si en la norma penal no encuentra previamente establecido o de su contenido no es posible 

ubicar la sanción, el operador jurídico recurre a otra norma, a fin de alcanzar tal fin. Dicha 

forma de argumento queda prohibida por nuestra norma. Dicha prohibición se encuentra 

estipulado en el artículo III del Título Preliminar del Código Penal. 

ii. La prohibición del Derecho consuetudinario para fundamentar y agravar la pena: 

Roxin, (2009):  

En otros campos del Derecho se reconoce, junto al Derecho legal, el Derecho 

consuetudinario (no escrito). Sin embargo, el hecho de que la punibilidad no pueda 

fundamentarse o agravarse por Derecho consuetudinario es una consecuencia obvia de 

la norma que prescribe que la punibilidad solo se puede determinar legalmente. (p.140) 

Tal como lo argumenta el profesor emérito de Munich, queda prohibida recurrir a otras 

fuentes, tales como la costumbre o la jurisprudencia, pues, ellos no pueden establecer o, mejor 

dicho, no pueden irrogarse la facultad de creación de normas, sanciones, permisiones u otro. 
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Dicha facultad solo está destinada al legislador y, el juez está en la obligación de cumplir tales 

disposiciones. 

iii. La prohibición de retroactividad: 

Según, Jakobs, (1997): El momento del hecho, en el que tanto el comportamiento como 

la conminación penal tienen que estar ya legalmente determinados, (p.113). de tal manera que, 

solo se podrá aplicar la pena y la sanción al momento de sucedido los hechos. La misma suerte 

corre cuando estamos frente a los grados de intervención. Solamente se tomará en cuenta el 

momento en que el partícipe presta su colaboración para la comisión del hecho delictivo. 

Roxin, (2009): 

Son imaginables diversas clases de retroactividad. Así, un hecho que no era punible en 

el momento de su comisión puede ser penado retroactivamente; o respecto de una 

acción que ya es legalmente punible, se puede introducir retroactivamente una clase de 

pena más grave. (p. 140-141) 

Según lo precisa el autor alemán, sería posible lleva a cabo el empleo de la 

retroactividad penal, con el objeto de sancionar a su autor, como ejemplo podríamos citar los 

casos de Nürenberg, ya que, en su época no estaba penado llevar a cabo los delitos de lesa 

humanidad, sin embargo, ello fue posible vía interpretación y bajo el amparo del principio del 

derecho internacional y el principio de humanidad. 

iv. La prohibición de leyes penales y penas indeterminadas: 

Es importante en este punto el siguiente argumento, Roxin, (2009): Un precepto penal 

que tuviera v.gr. el siguiente tenor: el que infringiere el bien común de modo intolerable, 

será castigado con pena de prisión de hasta cinco años, (p. 141). Tal descripción caería en 

vacío, por cuanto, la norma no precisa o no reconoce las características que le son propias a 
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cada tipo penal. Así mismo, Roxin, (2009): -La punibilidad no estaría -legalmente 

determinada- antes del hecho, sino que sería el juez quien tendría que fijar qué conducta 

infringe el bien común-, (p. 141). De tal manera que, es importante que cada uno de los criterios 

que integran el principio de legalidad, sean debidamente desarrollados al momento de imponer 

una pena. 

Aplicado a nuestra hipótesis, se tiene que, se ha vulnerado flagrantemente el principio 

de legalidad en su sentido de prohibición de la analogía en malam partem. Ello en el sentido 

que, se ha llevado a comparar los presupuestos propios del tipo penal del delito de violación 

sexual de menor de edad, a las conductas o supuestos fácticos que integrarían un caso de 

violación a la inversa. Pues este delito no tiene reconocimiento expreso de la norma penal.  

El supuesto jurídico de violación a la inversa, tiene otros elementos que le son propios, 

y dentro de ellos, no se encuentra figura alguna de acceder, toda vez que, el sujeto pasivo, no 

es a quien se le introduce dentro de du cavidad bucal o anal algún objeto o miembro del sujeto 

activo. 

Por ello consideramos que se ha vulnerado el principio de legalidad en su vertiente de 

prohibición de la analogía. De tal manera que, nuestra hipótesis ha sido refutada por los datos 

gráficos líneas arriba. Los jueces no cumplen con fundamentar, menor desarrollar, los 

elementos del tipo penal de violación sexual a la inversa. 

 

SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

Dado que, la falta de tipificación del delito de violación a la inversa como hecho 

criminalmente relevante, es probable que ella influya en la expedición de sentencias 

penales condenatorias de manera negativa, pues, consideramos que contraviene el 
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principio de legalidad. Esto es, si una conducta no está regulada como delito, se toma 

que está permitido. 

El principio de legalidad como garantía constitucional, impone límites al Estado y al 

Derecho penal mismo. Pues, dicho principio debe ser desarrollado y aplicado en armonía a la 

constitución.  

La falta de tipificación o reconocimiento expreso del delito de violación sexual a la 

inversa, no puede obligar al juez, llevar a cabo una interpretación in malam partem, 

fundamentando como si la conducta que se encuentre regulado en el delito de violación sexual 

de menor de edad, fuera similar a la comisión del delito de violación sexual a la inversa. Nuestra 

normativa penal no reconoce, según nuestra postura, la violación sexual a la inversa, no es 

como la legislación española, la cual sí le reconoce la homogeneidad del delito. 

En otras palabras, El asunto en hacerse acceder, de lo cual se tiene que habrá acceso 

carnal tanto cuando la víctima es penetrada (supuesto ordinario) como cuando en los casos en 

que es el autor el que obliga o compele al sujeto pasivo (sujeto pasivo del delito, pero no de la 

relación ni del acceso en los que ostenta el papel de sujeto pasivo) a introducirle la pena en la 

boca. (Tribunal Supremo Español. Sala de lo Penal. Sentencia recaída en el recurso de casación 

número novecientos ochenta y seis/dos mil dieciséis, de fecha quince de diciembre del dos mil 

dieciséis, fundamento de derecho séptimo). Como se puede ver, muy a nuestro pesar en la 

legislación española, dicho delito si encuentra reconocimiento legal, más no es un constructo 

jurisprudencia, como se viene aplicando en nuestro caso. 

El principio de legalidad es muy claro en sus fundamentos, de tal manera que no permite 

que, hechos que por muy reprochables que resulten, en tanto no se encuentres normativizados, 

merezcan una regulación vía interpretación extensiva, para evitar la impunidad. 
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De los datos descritos líneas arriba se tiene que, nuestra hipótesis ha sido validada o 

confirmada. Por cuanto, se tiene sentencias que se han expedido aún en oposición del principio 

de legalidad, sopesando, el bien jurídico, indemnidad sexual del menor de edad. Y bajo ese 

fundamento, se termina condenando, de forma abusiva a la persona. 

Debemos definir en primer lugar qué se entiende por acceder, pues es el verbo que 

dirige el ilícito de violación sexual de menor de edad. Así se tiene que, según la Real Academia 

Española, la palabra acceder proviene del latín accedere ‘acercarse’; entre muchas de sus 

definiciones que presenta dicha palabra, se encuentra la tercera acepción de la misma. Así se 

encuentra la siguiente definición: entrar en un lugar o pasar a él. Como se puede ver, dicha 

definición hace referencia a que, un objeto o parte del cuerpo pueda ingresar en algún lugar del 

órgano genital, entiéndase por ello, el ano, la boca y la vagina, para el caso que nos concierne. 

Así las cosas, el delito de violación sexual en su estructura típica establece que, solo se 

puede cometer dicho ilícito, en la medida que, el sujeto activo, lleva a cabo un comportamiento 

de acceder carnalmente, sea por la vía vaginal, anal o bucal, o se realiza actos análogos. En este 

caso estamos frente al cumplimiento del principio de legalidad, la misma que, como ya se ha 

desarrollado en líneas arriba, esto es, solo se puede crear un delito y una pena por la ley. 

Pues bien, éste principio de legalidad está reconocido en el artículo 2° inciso 24 literal 

d) de la Constitución Política, donde se establece que: Nadie será procesado ni condenado por 

acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera 

expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley. 

Del mismo modo, se ha consagrado expresamente como un principio general del 

Derecho Penal –incluso del Derecho Sancionador-, previsto en el artículo II del Título 

Preliminar del Código Penal, el cual textualmente señala que: Nadie será sancionado por un 



110 

 

acto no previsto como delito o falta por la ley vigente al momento de su comisión, ni sometido 

a pena o medida de seguridad que no se encuentren establecidas en ella. 

Según la Corte Suprema: en este sentido, en la medida que el principio de legalidad se 

muestra como un requerimiento de la configuración de nuestro concreto sistema 

político-social, el Derecho Penal tendrá que asumirlo en sus mecanismos de 

imputación. (Casación N.°92-2017 Arequipa. Fundamento Trigésimo cuarto.) 

En tal sentido, cuando nos encontramos frente a un supuesto delito de violación sexual 

a la inversa, en otras palabras y de manera más gráfica, pondremos un ejemplo: Se imputa a X, 

que en calidad de director del centro educativo Los príncipes, invita a los alumnos Y y D, 

ambos menores de edad, a la dirección a fin de bajarles el pantalón y trusa, y realizarse el 

respectivo sexo oral, esto es, lo que se conoce en la doctrina como el delito de violación sexual 

a la inversa. En otras palabras, el sujeto X introduce en su cavidad bucal los penes de los 

menores Y y D. No estaríamos frente a un delito de violación sexual en propiedad, más sino, 

frente a un delito de actos contra el pudor de menor. 

Consideramos que, al no estar previsto de manera normativa el delito de violación 

sexual a la inversa, cualquier interpretación que se lleve a cabo, a fin de imputar un 

comportamiento bajo los alcances de dicha norma penal, vulnerarían el principio de legalidad. 

Más precisamente el principio de prohibición de analogía contra reo. De tal manera que, queda 

proscrita toda forma de interpretación analógica en el campo del derecho penal a fin de imputar 

una responsabilidad. Hablamos de analogía en el ámbito penal cuando una norma penal es de 

aplicación a un caso que no ha sido previsto por la norma penal, pero que, se asemeje a la 

misma. De tal manera que, haciendo una interpretación extensiva, tales hechos podrían ser 

subsumidos en el tipo penal.  
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En cuanto al ejemplo planteado, somos de la idea que, en tanto nuestro sistema 

normativo no ha sido explícito, claro y expreso en su regulación del delito de violación sexual 

a la inversa, éste hecho no podría ser visto como un delito de violación sexual de menor, más 

sino, de un delito de actos contra el pudor. Ello a partir de una homologación de los bienes 

jurídicos que ambos tipos penales tutelan. 

Respecto a la prohibición de la analogía, ella se encuentra regulada en el artículo III del 

Título Preliminar del Código Penal, el cual establece lo siguiente: No es permitida la analogía 

para calificar el hecho como delito o falta, definir un estado de peligrosidad o determinar la 

pena o medida de seguridad que les corresponde. Asimismo, se tiene la siguiente ejecutoria 

que nos muestra los alcances de dicho principio.  

3. Que, si bien es cierto una de las garantías derivadas del principio de legalidad penal, 

consagrado en el artículo 2.24 a; d) de la Constitución, lo constituye la lex stricta, la 

cual vincula al órgano jurisdiccional a fin de que sea respetuosa del texto legal de la 

norma penal, también la subsunción de los hechos en las normas legales pertinentes 

constituye un aspecto que no corresponde analizar en sede constitucional, por ser un 

asunto de mera legalidad. Es por ello que este tribunal ha establecido respecto de la 

garantía de la lex stricta que excepcionalmente cabe efectuar un control constitucional 

en aquello casos en los que el juez se aparte del tenor literal del precepto normativo o 

cuando la aplicación es un determinado precepto obedezca a pautas interpretativas 

manifiestamente extravagantes o irrazonables, incompatibles con el ordenamiento 

constitucional y su sistema de valores. (Exp. N.° 05512-2007-PHC/TC-Lima, 

fundamento tercero.) 

Como se puede apreciar de lo descrito líneas arriba, el órgano jurisdiccional bajo el 

imperio de la constitución está en la obligación de respetar el orden normativo, esto es, del 
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principio de legalidad. De tal manera que, dicho hecho delictivo, del delito de violación sexual 

a la inversa, no podría ser asimilable al caso de acceder carnalmente en perjuicio de sujeto 

pasivo.  

En ese mismo sentido se tiene el siguiente voto del juez supremos Salas Arena, en el 

R.N. N.° 1898-2017, en cuyo fundamento tercero se tiene lo siguiente: 

Tal conducta activa no constituye ni es asimilable a un caso de acceso carnal en 

perjuicio de los menores, puesto que la acción de acceder (introducir o penetrar) debe 

ser realizado por el sujeto activo y la felación considerada delito es la succión obligada 

que realiza la víctima al pene del abusador (…). 

Asimismo, dicha ejecutoria suprema, precisa que, al igual que hemos venido 

sosteniendo que, el delito de violación sexual a la inversa vulnera, afecta y transgrede el 

principio de prohibición de la analogía, por cuanto, el hecho materia de ejemplo, no cumple 

con el verbo rector del delito de violación sexual, esto es, acceder. Fundamento cuarto de dicha 

ejecutoria suprema: 

El criterio según el cual resulta indiferente el acceder o la situación inversa (dejarse o 

hacerse acceder), para considerar configurado el delito de violación sexual de mayor o 

menor de edad, constituye una interpretación que no comparto, dado que contraviene la 

prohibición analógica contra reo, expresada como principio rector en el artículo III del 

Título Preliminar del Código Penal. Fundamento quinto: En el caso concreto se 

consideró que el procesado se introdujo a la boca el pene de los menores, de ello 

resultaba sancionada la conducta inversa a la descrita en el tipo penal, por lo que 

deviene en una interpretación extensiva contra reo. 

Según se desprende del argumento vertido, y adhiriéndonos a ello, consideramos que, 

se afecta el principio de la prohibición de analogía, el cual, restringe al operador judicial, llevar 
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a cabo constructos o llevados de vacíos legales dados previamente. De suerte que, somos del 

mismo parecer de los argumentos del Juez Supremo. 

Ahora bien, un caso expedido durante la redacción final de la presente tesis, ha sido el 

caso signado como sigue: Recurso de Nulidad N.° 792-2020, Lima, de fecha veintidós de marzo 

de dos mil veintidós, cuyo aspecto importante es el que sigue, extraído de la sumilla: 

En este sentido, es pertinente mencionar que si bien una de las modalidades del delito 

de violación sexual de menor de edad consiste en el acceso carnal por vía vaginal, anal 

o bucal (previsto en el artículo 173 del Código Penal); también puede configurarse 

cuando la víctima es obligada a realizar el acceso carnal de forma activa, lo que en la 

doctrina se denomina como violación a la inversa. Dicha interpretación teleológica es 

admisible, en tanto el bien jurídico protegido en el delito de violación sexual de menor 

de catorce años es la indemnidad sexual, es decir, la intangibilidad de las condiciones 

sexuales y psicologías del menor; por lo que se sanciona la actividad sexual per se en 

sus diversas modalidades ejercida contra un menor. 

Según esta última ejecutoria suprema, una de las formas de comisión delictiva del delito 

de violación sexual es la denominada violación sexual a la inversa, ello a partir de una 

interpretación teleológica, el cual, permite llevar a cabo tal entendimiento, tal constructo. Sin 

embargo, nuestra posición es que, con dicha interpretación se afecta gravemente el principio 

de legalidad, que, en una suerte de peso o ponderación, presenta mayor valor, pues es viene a 

ser una garantía constitucional, mientras que, la interpretación teleológica es una técnica de 

entender y darle sentido a la norma. 
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CONCLUSIONES 

 

1. El principio de legalidad, es una garantía constitucional que, impone límites a la actuación 

o intervención del Estado, asimismo, es una garantía que, restringe la intervención misma 

del Derecho penal. El poder punitivo del Estado encuentra bajo los alcances del principio 

de legalidad, límites normativos, el cual le imposibilitan exceder en su persecución y 

sanción penal. 

2. El principio de legalidad obliga al Legislador a promulgar, dar, normas o leyes que cumplan 

con los estándares del principio de legalidad, esto es, que las descripciones de los delitos 

sean redactadas de la manera más precisa y, que dichas normas no tengan carácter 

retroactivo. Asimismo, se exige al legislador que las penas y los delitos se encuentren 

escritas y, que no se fundamenten solamente en la costumbre; también se exige que no 

amplíe la ley escrita en perjuicio del afectado, lo que se conoce con el nombre de prohibición 

de la analogía. 

3. El delito de violación sexual de menor, posee un elemento, un verbo rector, que hace posible 

que los hechos que suceden en el mundo fenomenológico se subsumen en el tipo penal, esto 

es, el verbo acceder, el cual significa entrar en un lugar o pasar a él, de tal manera que, 

solo se podrá cometer dicho delito, en tanto, se introduzca ya sea el pene o partes del cuerpo 

a la cavidad bucal o al ano de la víctima.  

4. En cuanto al delito de violación sexual a la inversa, se tiene que, el supuesto de hecho, llevar 

el pene de la víctima a la boca del sujeto activo, no se haya regulado en el tipo penal de 

manera expresa, clara, estricta, con lo cual queda prohibida toda forma de interpretación 

analógica o extensiva en detrimento del sujeto activo. 
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RECOMENDACIONES 

1. Que, el supuesto delito de violación sexual a la inversa deba ser tipificado en un sub tipo 

penal del delito de violación sexual de menor o en su defecto, agregar un párrafo que regule 

dicho supuesto. Para que, de esa forma, tales comportamientos lesivos merezcan una 

correcta sanción. 

2. Somos de la postura que, en tanto no se haya regulado normativamente tal supuesto de 

violación sexual a la inversa, y estando a que los jueces vía interpretación extensiva imponen 

una pena, ésta deba ser disminuida en tanto no se logre evidenciar o probar la dañosidad del 

comportamiento delictivo. Por otro lado, también podría reducirse la pena, toda vez que, el 

bien jurídico afectado dista mucho del delito de violación sexual de menor de edad. Ello 

como idea de lege ferenda. 

3. Reconducir el delito de violación sexual a la inversa al tipo penal de actos contra el pudor, 

el cual presente el siguiente esquema: El que sin propósito de tener acceso carnal regulado 

por el artículo 170, con violencia o grave amenaza, realiza sobre una persona u obliga a 

ésta a efectuar sobre sí misma o sobre terceros, tocamientos indebidos en sus partes 

íntimas o actos libidinosos contrarios al pudor (…) 

4. Por último, bajo los criterios de ponderación de derechos fundamentales, siempre se deba 

elegir el bien más preciado y más general, aún, cuando, se encuentren en casos particulares, 

esto es, elegir el derecho menos lesivo. En el caso en concreto estamos frente al derecho del 

menor de edad y frente a la vulneración del principio de legalidad. Si bien, es potestad del 

juez elegir que, derecho presenta mayor tutela, ésta debe ser tomada en cuenta, 

fundamentando debidamente su decisión. 
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Anexo 1: Matriz de consistencia 

TÍTULO: La Violación Sexual A La Inversa Colisiona Contra El Principio De 

Legalidad Penal En Huancayo Del 2018 

PREGUNTA 

GENERAL 

OBJETIVO 

GENERAL 

HIPÓTESIS 

GENERAL 

VARIABLES ASPECTOS 

METODOLÓGICOS 

¿De qué manera 

la aplicación del 

principio de 

legalidad influye 

en la 

fundamentación 

de sentencias 

penales 

condenatorias, 

recaídas en el 

delito de 

violación sexual 

a la inversa de 

menor de edad, 

expedidas por la 

2da. Sala Penal 

Liquidadora de 

la Corte Superior 

de Justicia de 

Junín-Huancayo 

durante el año 

2018? 

Determinar de qué 

manera la 

aplicación del 

principio de 

legalidad influye 

en la 

fundamentación de 

sentencias penales 

condenatorias, 

recaídas en el 

delito de violación 

sexual a la inversa 

de menor de edad, 

¿por la 2da. Sala 

Penal Liquidadora 

de la Corte 

Superior de Justicia 

de Junín-Huancayo 

durante el año 

2018? 

 

La violación sexual 

a la inversa 

colisiona positiva y 

significa mente con 

el principio de 

legalidad que 

constituye una 

garantía 

constitucional, en 

las sentencias lo 

mencionan sin 

motivación alguna 

ella permite que, el 

procesado por el 

delito de violación 

sexual a la inversa 

sea condenado, esto 

es, cierta, concreta, 

clara. 

 

Variable 

Independiente: 

Aplicación del 

principio de 

legalidad: Nadie 

será procesado ni 

condenado por acto 

u omisión que al 

tiempo de 

cometerse no está 

previamente 

calificado en la ley, 

de manera expresa e 

inequívoca, como 

infracción punible, 

ni sancionado con 

pena prevista en la 

ley 

Métodos Generales 

de la Investigación: 

Método inductivo-

deductivo. 

Método análisis-

síntesis. 

Métodos 

Particulares de la 

Investigación: 

Método sistemático, 

Método exegético 

Diseño 

Metodológico: Tipo 

y nivel de 

Investigación 

El tipo de 

investigación es 

Básica. Nivel 

explicativo 

Diseño de la 

Investigación: 

Diseño No 

experimental 

transeccional. 
PREGUNTAS 

ESPECÍFICAS 

OBJETIVOS 

ESPECÍFICOS 

HIPÓTESIS 

ESPECÍFICAS 

VARIABLE 

DEPENDIENTE 
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¿En qué medida 

la aplicación del 

principio de 

legalidad penal 

influye en la 

fundamentación 

de sentencias 

penales 

condenatorias, 

recaída en el 

supuesto de 

acceso carnal por 

la vía bucal, del 

delito de 

violación sexual 

a la inversa, 

expedidas por la 

2da. Sala Penal 

Liquidadora de 

la Corte Superior 

de Justicia de 

Junín-Huancayo 

durante el año 

2018? 

 

Determinar en 

qué medida la 

aplicación del 

principio de 

legalidad penal 

influye en la 

fundamentación 

de sentencias 

penales 

condenatorias, 

recaída en el 

supuesto de 

acceso carnal por 

la vía bucal, del 

delito de 

violación sexual 

a la inversa, 

expedidas por la 

2da. Sala Penal 

Liquidadora de la 

Corte Superior de 

Justicia de Junín-

Huancayo 

durante el año 

2018 

 

Dado que, se 

aplique el principio 

de legalidad penal 

como fundamento 

jurídico, el probable 

que ella influya de 

manera positiva, 

por cuanto, permite 

establecer los 

alcances del tipo 

penal frente a los 

supuestos de hecho 

que se dan en un 

mundo 

fenomenológico. 

Fundamentación 

de sentencias 

condenatorias: Las 

sentencias penales 

condenatorias están 

sujetas a lo 

estipulado o 

prescrito por el 

artículo 394 y 399° 

del Código Procesal 

Penal 

 

VARIABLE 

DEPENDIENTE: 

Delito de violación 

sexual a la inversa 

de menor de edad: 

El sentido 

normativo-

valorativo del 

referido ilícito 

penal permite que el 

mismo se configure 

también cuando el 

agente introduce en 

su propia cavidad 

bucal el órgano 

sexual de la víctima 

Población: 1 

sentencia 

condenatoria 2018. 

Muestra: una 

sentencia 

condenatoria del 

2018 

Técnicas de 

Muestreo: Muestreo 

no probabilístico 

intencionado 

¿De qué manera 

la falta de 

tipificación del 

delito de 

violación sexual 

a la inversa 

influye en la 

fundamentación 

de sentencias 

penales 

condenatorias 

por el delito de 

violación sexual 

de menor de 

edad, por la 2da. 

Sala Penal 

Liquidadora de 

la Corte Superior 

de Justicia de 

Junín-Huancayo 

durante el año 

2018? 

Establecer de qué 

manera la falta de 

tipificación del 

delito de violación 

sexual a la inversa 

influye en la 

fundamentación de 

sentencias penales 

condenatorias por 

el delito de 

violación sexual de 

menor de edad, 

expedidas por la 

2da. Sala Penal 

Liquidadora de la 

Corte Superior de 

Justicia de Junín-

Huancayo durante 

el año 2018. 

Dado que, la falta 

de tipificación del 

delito de violación a 

la inversa como 

hecho 

criminalmente 

relevante, es 

probable que ella 

influya en la 

expedición de 

sentencias penales 

condenatorias de 

manera negativa, 

pues, consideramos 

que contraviene el 

principio de 

legalidad. Esto es, si 

una conducta no 

está regulada como 

delito, se toma que 

está permitido. 
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Anexo 2. MATRIZ DE OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 

TÍTULO: LA VIOLACIÓN SEXUAL A LA INVERSA COLISIONA CONTRA EL 

PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN HUANCAYO DEL 2018 

V. Independiente Definición Dimensión Indicadores Escala de 

medición 

Aplicación del 

principio de 

legalidad 

Es entendida 

como un 

principio 

constitucional, 

por el cual, se 

crea una norma, 

una sanción, con 

la finalidad de 

garantizar los 

derechos 

fundamentales 

de las personas. 

 

 

 

 

legalidad 

 

- Lex praevia 

- Lex stricta 

- Lex certa 

- Lex scripta 

 

 

 

Nominal 

V. Dependiente Definición Dimensión  Indicadores  Escala de 

medición 

Fundamentación 

de sentencias 

condenatorias 

Constituye una 

decisión judicial, 

por el cual, se 

impone una 

sanción a una 

persona 

encontrada 

responsable 

penalmente. 

Sentencias - Motivación 

interna 

- Motivación 

externa 

 

 

 

Nominal 
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Anexo 3. MATRIZ DE OPERACIONALIZACIÓN DEL INSTRUMENTO 

TÍTULO: LA VIOLACIÓN SEXUAL A LA INVERSA COLISIONA CONTRA EL 

PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN HUANCAYO DEL 2018 

Variable Dimensión Indicadores  Ítems  Respuesta 

V. I. Aplicación 

del principio de 

legalidad 

 

legalidad 

 

 

 

 

 

- Lex praevia 

- Lex stricta 

- Lex certa 

- Lex scripta 

1. ¿De la sentencia 

condenatoria por el 

delito de violación 

sexual a la inversa de 

menor de edad, se 

lleva a cabo el 

desarrollo el principio 

de subsunción en la 

sentencia penal? 

2. ¿De la sentencia 

condenatoria por el 

delito de violación 

sexual a la inversa de 

menor de edad, se 

desarrolla los 

elementos del tipo 

penal? 

3. ¿La no Taxatividad 

del tipo penal del 

delito de violación 

sexual a la inversa 

sobre menor de edad, 

es materia de 

pronunciamiento de 

parte de los jueces en 

la sentencia penal? 

4. ¿La falta de 

precisión del delito de 

violación sexual a la 

inversa, es materia de 

pronunciamiento de 

parte de los fiscales? 

5. ¿De la sentencia 

penal condenatoria, se 

lleva a cabo un 

desarrollo dogmático 

sobre el delito de 

violación sexual a la 

inversa de menor de 

edad? 

6. ¿el delito de 

violación sexual a la 

inversa ha sido 

materia de 

 

V. D: 

Fundamentación 

de sentencias 

condenatorias 

 

 

Sentencias 

- Motivación 

interna 

- Motivación 

externa 
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pronunciamiento de 

parte de la Corte 

Suprema? 
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Anexo 4. Hoja de obtención de datos 

UNIVERSIDAD PERUANA LOS ANDES 

ESCUELA DE POSTGRADO 

MAESTRÍA CON MENCIÓN EN CIENCIAS PENALES 

Título de la investigación: LA VIOLACIÓN SEXUAL A LA INVERSA CONSIONA 

CONTRA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN HUANCAYO DEL 2018 

Bachiller: ARTURO TOLENTINO LUCERO 

HOJA DE OBTENCIÓN DE DATOS –ANÁLISIS DOCUMENTARIO- 

1. ¿De la sentencia condenatoria por el delito de violación sexual a la inversa de menor de edad, 

se lleva a cabo el desarrollo el principio de subsunción en la sentencia penal? 

SI:1    NO:00 

2. ¿De la sentencia condenatoria por el delito de violación sexual a la inversa de menor de edad, 

se desarrolla los elementos del tipo penal? 

SI: 00   NO: 1 

3. ¿La no Taxatividad del tipo penal del delito de violación sexual a la inversa sobre menor de 

edad, es materia de pronunciamiento de parte de los jueces en la sentencia penal? 

SI: 00     NO: 1 

4. ¿La falta de precisión del delito de violación sexual a la inversa, es materia de 

pronunciamiento de parte de los fiscales? 

SI: 00    NO: 1 

5. ¿De la sentencia penal condenatoria, se lleva a cabo un desarrollo dogmático sobre el delito 

de violación sexual a la inversa de menor de edad? 

SI: 1.  NO:00 

6. ¿el delito de violación sexual a la inversa ha sido materia de pronunciamiento de parte de la 

Corte Suprema? 

SI: 2    NO: 00 
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